08 de Mayo de 2007.

Dip. Presidente: Juan Carlos Ayup Guerrero.

Primera lectura de dictámenes relativos a reformas constitucionales:
A.-
Primera lectura de un Dictamen presentado por la Comisión de gobernación y Puntos Constitucionales con relación a una iniciativa de decreto que reforma los artículos 67 fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII,  recorriéndose la ulterior fracción y 158-P fracción III, de la Constitución Política del Estado de Coahuila, para adecuar el nombre del órgano de fiscalización, planteada por los integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional y los Diputados integrantes del Partido Verde Ecologista  de México y del Partido del Trabajo.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la minuta proyecto de decreto que adiciona un segundo párrafo al artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, enviada por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión.

B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con vista del sentir de los ayuntamientos, relativo a una iniciativa de Ley del Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Profesor Humberto Moreira Valdés,  Gobernador Constitucional del Estado. Se retiró por acuerdo de l Coordinador de la Comisión
C.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa de decreto mediante la cual se expide una nueva Ley Orgánica de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, planteada por el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila.

D.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con vista del sentir de los ayuntamientos, relativo a una iniciativa de decreto para adicionar un párrafo al artículo 105 del Código Municipal para el Estado de Coahuila, sobre “facultades, competencias y obligaciones de los regidores”, planteada por  el Diputado Lorenzo Dávila Hernández, del Grupo Parlamentario “General Felipe Angeles” del Partido de la Revolución Democrática.

E.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal del Ayuntamiento de Matamoros, Coahuila, para reformar los artículos 34 fracción V y 45 fracciones XXIII y XXIV, de la ley de ingresos del municipio de Matamoros, para el ejercicio fiscal 2007.

F.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, un terreno ubicado en la Colonia San Joaquín de esta ciudad, con el fin de donarlo a favor de la “Escuela Secundaria Federal Abel Herrera Rodulfo”, con el fin de que esta institución cuente con una escritura que le de mayor seguridad legal a la comunidad educativa, conformada por padres de familia, alumnos y maestros.

G.-
Dictamen presentado por la Comisión para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo  sobre “exhorto a la Comisión Nacional Bancaria, a la Secretaría de Obras Públicas y Transportes y a los Ayuntamientos del Estado, para brindar una mejor atención a los discapacitados y adultos mayores o de la tercera edad, en los bancos establecidos en el Estado de Coahuila”, planteada por el Diputado José Luis Alcalá de la Peña del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.
H.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnología y de Comunicaciones y Obras Públicas, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo   sobre “estudio acerca del daño económico que producen los llamados marcadores telefónicos, a los usuarios de internet que usan su teléfono como medio de conexión al servicio, y solicitud a la COFETEL y a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para la expedición de una normatividad al respecto”, planteada por el Diputado José Francisco Cortés Lozano, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional, conjuntamente con la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván y los Diputados Luis Alberto Mendoza Balderas y José Antonio Jacinto Pacheco.
I.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Salud y de Fomento Agropecuario, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo  sobre “importación de maíz procedente de Estados Unidos”, planteada por el Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de reforma a los artículos 67  fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII, recorriéndose la ulterior fracción y 158-P fracción III de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional y C. C. Diputados integrantes del Partido Verde Ecologista de México y del Partido del Trabajo; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 20 de marzo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de reforma a los artículos 67  fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII, recorriéndose la ulterior fracción y 158-P fracción III de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional y C. C. Diputados integrantes del Partido Verde Ecologista de México y del Partido del Trabajo; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de reforma a los artículos 67  fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII, recorriéndose la ulterior fracción y 158-P fracción III de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional y C. C. Diputados integrantes del Partido Verde Ecologista de México y del Partido del Trabajo, se basa en las consideraciones siguientes:

“ La utilización correcta y racional de los recursos públicos constituye una de las condiciones esenciales para garantizar el buen manejo de las finanzas públicas, la eficacia en la toma de decisiones y consecuentemente, una mejor calidad de vida de la sociedad.

Sin embargo, ésta utilización requiere de mecanismos que permitan una correcta aplicación del gasto público y la garantía de que se lleve a cabo una adecuada rendición de cuentas y su fiscalización superior, que proporcione a la gente la seguridad de que los recursos públicos aplicados dentro del Estado, se ejercen correctamente.

A nivel internacional, el tema de la rendición de cuentas y la transparencia en el manejo de los recursos públicos ha sido objeto de señalamientos en cuanto a los errores y situaciones que presentaban algunos sistemas de fiscalización de las naciones y las ventajas de otros más avanzados y eficientes. De esta manera surgen importantes instrumentos como la Declaración de Lima sobre las Líneas Básicas de Fiscalización, en la que se describen los beneficios de contar con un órgano independiente en su operación, presupuesto y gestión.

En el orden nacional, surge el Convenio para dar cumplimiento a diversas propuestas de la Convención Nacional Hacendaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación en el mes de enero del presente año, el cual fue signado por nuestro estado en el mes de junio de 2005. Dicho convenio, obliga a las entidades federativas participantes a llevar a cabo acciones para la modernización y armonización contable, garantizar la certidumbre presupuestal, la asignación más eficiente de recursos públicos, la homologación de los sistemas de registro y control patrimonial, la profesionalización del servicio público y, en general, cumplir con todas sus obligaciones fiscales, tanto de pago como de solicitud de información.

Al adoptar el compromiso, las entidades federativas deben contemplar marcos jurídicos similares, principios y normas contables comunes, sistemas de administración financiera, registro contable y modelos de información y cuentas compatibles, con el objeto de propiciar el control, evaluación y fiscalización concurrentes; dichos principios deberán ser compatibles o similares a los utilizados por el Gobierno Federal. La implementación de las estrategias y mecanismos que permitan medir el desempeño del gasto y mejoren su eficiencia, estará a cargo de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales.

El cumplimiento de los compromisos asumidos en el Convenio para dar seguimiento a diversas propuestas de la Convención Nacional Hacendaria, tiene como objeto que nuestro estado se beneficie con estímulos fiscales, por lo que, resultan indispensables las adecuaciones al marco normativo estatal en materia de fiscalización, presupuesto y ejercicio de recursos públicos, entre otros aspectos.

La vigente Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 14 de noviembre de 1989, establece que la revisión de las cuentas públicas compete al Congreso del Estado, a través de la Contaduría Mayor de Hacienda, como órgano técnico superior de fiscalización y control gubernamental. Sin embargo, actualmente dicho organismo no cuenta con la independencia política, técnica y presupuestaria necesaria para el correcto ejercicio de sus funciones.

Lo anterior genera como consecuencia diversas implicaciones, que van desde la falta de especialización del órgano hasta un vínculo mayor al necesario con cuestiones de carácter político o división partidista, que provoca que la importante labor de auditoría se vea influenciada por los criterios y compromisos políticos, dejando que éstos determinen el trabajo de sus miembros y, por consiguiente, la determinación de los resultados y decisiones finales de auditoría.

Es por ello que nuestro estado, que ha sido ejemplo de desarrollo y modernidad legislativa en diversas materias, debe responder al reto de crear una nueva estructura para el organismo de fiscalización superior estatal que coadyuve a consolidar la transición democrática y responda de manera efectiva a la demanda de la sociedad de erradicar las presuntas prácticas deshonestas de servidores encargados de la recaudación, administración, manejo o ejercicio de recursos públicos.

Es necesario transformar nuestro actual esquema de fiscalización, constituyendo un organismo especializado dotado de autonomía presupuestaria, técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones, con personalidad jurídica y patrimonio propio que pueda decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones en los términos de la ley.

Para ello se requiere de una adecuación integral a diversos ordenamientos. De esta manera, a través de la delegación de las facultades constitucionales del Poder Legislativo en materia de revisión de cuentas públicas estatales, contempladas en la fracción XXXIV del artículo 67 y las municipales contempladas en la fracción III del artículo 158-P de la Constitución Política del Estado de Coahuila, adecuación que se presenta mediante este paquete de Iniciativas, se garantiza a la sociedad que el destino de los recursos y la sanción a quienes los ejerzan de manera indebida se encontrará libre de presiones o criterios ajenos a los estrictamente administrativos y contables.

Este paquete de Iniciativas incluye además una reforma integral a la ley Orgánica del Congreso del Estado, donde se especifican las funciones y atribuciones tanto de la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, como de la Auditoría Superior del Estado, como órgano técnico y ejecutor de la fiscalización superior en el Estado y los Municipios.

Se incluye además, la Iniciativa de Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila, que tiene como objeto responder a las exigencias de transparencia en el manejo de recursos y a la complejidad derivada de un estado cada vez más democrático y plural; dar certeza jurídica a las entidades sujetas a fiscalización; fortalecer al órgano técnico de fiscalización superior; mejorar los procesos que se llevan a cabo en la revisión de las cuentas públicas; sentar las bases para un control presupuestal claro y oportuno, ajeno a toda motivación política o de grupo, que se refleje en la elevación de la calidad de vida de todos los que habitamos esta entidad. .

Se pretende contar con un órgano con autonomía técnica y de gestión, personalidad jurídica y patrimonio propio denominado Auditoría Superior del Estado, el cual por delegación de las facultades propias del Congreso del Estado en materia de auditoría, llevará a cabo las acciones relativas a la fiscalización superior de los Poderes del estado, municipios, organismos públicos autónomos, entidades paraestatales, paramunicipales y en general, cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, que haya tenido o tenga a su cargo la recaudación, administración, manejo o ejercicio de recursos públicos estatales o municipales.

La Iniciativa de Ley de Fiscalización Superior del Estado de Coahuila consta de 74 artículos, divididos en diez capítulos que contemplan los siguientes rubros:

Disposiciones generales.

La primera parte contempla el objeto de la ley, lo que proporciona una visión al panorama general sobre su contenido. De esa manera, señala que la Auditoría Superior del Estado es un órgano técnico que tiene a su cargo la fiscalización superior de las cuentas públicas; goza de autonomía técnica, presupuestal y de gestión para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones. Tiene personalidad jurídica y patrimonio propio, que por delegación del Congreso del Estado desempeña la revisión de las cuentas públicas, con las facultades previstas en la Constitución Local, la ley y demás disposiciones conducentes. Así mismo, provee un catálogo de definiciones que permitirán una clara y correcta aplicación de la ley, establece los principios rectores que debe observar el proceso de auditoría, así como las disposiciones supletorias a lo no previsto por la ley.

Las cuentas públicas.

Es de suma importancia establecer de manera precisa los lineamientos en que se funda el objeto de la revisión y fiscalización superior: la cuenta pública. Por ello, el capítulo Segundo establece el término con que cuentan las entidades sujetas a fiscalización superior para presentar sus cuentas públicas e informes de avance de la gestión financiera ante el Congreso del Estado, así como la integración de los mismos. Además señala la obligación de las entidades de conservar en su poder los libros y registros presupuestarios y de contabilidad por el período fijado en la ley, así como la información financiera y los documentos justificativos y comprobatorios de sus cuentas públicas, al igual que la forma en que deben llevar a cabo su contabilidad.

La fiscalización superior de las cuentas públicas.

Para el efectivo cumplimiento de las disposiciones previstas en esta iniciativa de ley, es necesario detallar con precisión el proceso que se llevará a cabo para la revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas.

Para tal efecto, la Auditoría Superior del Estado, estará facultada para realizar visitas y auditorías a las entidades durante el ejercicio fiscal en curso, respecto de los procesos reportados como concluidos en los informes de avance de gestión financiera. En este punto cobra relevancia el principio de anualidad al que se sujeta procedimiento.

Toda auditoría, visita o inspección que se efectúe en los términos de lo previsto por ésta nueva ley, deberá practicarse por el personal expresamente comisionado para tal efecto por la Auditoría Superior del Estado. Además, la Auditoría, tendrá la facultad de contratar profesionales en esta materia a efecto de habilitarlos para llevar a cabo dicha tarea.

Así mismo, dentro de éste apartado, se establece el contenido del informe de resultados que la Auditoría Superior debe elaborar al terminar el proceso de fiscalización superior.

Las situaciones excepcionales.

Se prevé la revisión de las situaciones excepcionales como resultado de la facultad de denunciar ante la Auditoria Superior del Estado a través de un procedimiento establecido en la misma, los posibles daños al Estado o a los municipios en su hacienda pública o al patrimonio de las entidades, además de otras causales de afectación al interés publico.

La determinación de los daños y perjuicios y el fincamiento de las responsabilidades resarcitorias.

Este constituye un apartado fundamental en cuanto a la estructura que debe contener la ley, pues la regulación de las conductas y supuestos que den motivo al fincamiento de responsabilidad resarcitoria en cualquier ámbito, debe regirse por el principio de certeza.

Es por lo anterior que con la finalidad de resarcir el monto de los daños y perjuicios causados en la materia, se propone de manera enunciativa mas no limitativa el catálogo de conductas objeto de responsabilidad, los servidores públicos a quienes les son aplicables, así como la descripción de las sanciones, plazos de prescripción y criterios que deben tomarse en cuenta para su imposición.

Debe destacarse la inclusión del procedimiento para el fincamiento de responsabilidades resarcitorias, cuya facultad le corresponderá a la Auditoria Superior del Estado, la cual está obligada a respetar en todo momento las garantías de los sujetos responsables.

Además se hace mención de otro tipo de responsabilidades como la civil, administrativa y penal, respecto de las cuales, la Auditoría Superior del Estado tiene la obligación de turnar los asuntos a las autoridades e instancias que correspondan.

El recurso de reconsideración.

Se prevé la regulación del recurso de reconsideración. como un medio de defensa en contra de algunos actos llevados a cabo por la Auditoría Superior del Estado, el cual puede ser interpuesto por el o los servidores públicos o particulares, personas físicas o morales que se vean afectadas por la emisión de un acto de carácter administrativo.

Dentro de las disposiciones del recurso de reconsideración, además de la procedencia, se regula el procedimiento por lo que hace a la presentación, ofrecimiento y desahogo de pruebas, expresión de agravios, alcances de la resolución, así como la posibilidad de la suspensión del acto recurrido.

Cabe mencionar que se encuentran descritas las causales de sobreseimiento e improcedencia aplicables.

La Comisión de Hacienda y Cuenta Pública

Con los cambios en cuanto al funcionamiento técnico, presupuestario y de gestión, es necesario establecer las atribuciones del Congreso del Estado que específicamente le corresponden a la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública por lo que hace al procedimiento de rendición de cuentas públicas y fiscalización superior.

La Auditoria Superior del Estado.

Establece la competencia de la Auditoria y su estructura orgánica. Regula lo concerniente al titular de la Auditoría Superior del Estado por lo que hace a sus atribuciones tanto delegables como indelegables, requisitos para ocupar el cargo, el procedimiento de designación, mismo que obedecerá a una convocatoria, en la que la votación se hará por mayoría simple del Congreso y la remoción seguirá un procedimiento en el que será la Comisión quien en base a una denuncia acompañada de elementos probatorios u otras causas previstas en ley, determine sobre la procedencia o no de la remoción. En caso de que dictamine la procedencia de la remoción, ésta turnará el asunto al Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, para que sea quien emita la resolución definitiva.

Éste apartado señala además las causas de separación y la posibilidad de ser ratificado en sus funciones por un período igual

La denuncia ciudadana en contra del Auditor Superior y otros servidores públicos.

En otro orden de ideas, la nueva ley contempla la figura de la denuncia ciudadana, la cual consiste en la posibilidad de que cualquier ciudadano en pleno ejercicio de sus derechos y bajo su más estricta responsabilidad, presente ante la Comisión denuncia por escrito en la que solicite la remoción del Auditor Superior o de alguno de los servidores públicos de nivel superior de la Auditoría Superior determinados como tales en el reglamento interior.

La reserva de información.

Este apartado dispone la obligación de los servidores públicos de la Auditoría Superior del Estado, de los profesionales de auditoría independientes contratados para la práctica de auditorias y del Congreso del Estado, de guardar estricta reserva sobre la información y los documentos que conozcan con motivo del objeto de la fiscalización superior. En el mismo orden, señala la responsabilidad solidaria a cargo de la Auditoria Superior por los daños y perjuicios que, en los términos de este capítulo causen los servidores públicos y profesionales contratados para la práctica de auditorías que actúen de manera ilícita.

No obstante, la Auditoría Superior del Estado, tendrá acceso a la información que las disposiciones legales consideren como de carácter reservado o que deba mantenerse en secreto, sólo cuando esté relacionada con la recaudación. administración, manejo, custodia y aplicación de los recursos públicos, en la que tendrá la obligación de mantener la misma reserva o secrecía hasta en tanto no se derive de su revisión el fincamiento de responsabilidades o el señalamiento de las observaciones que correspondan en el Informe de Resultados.

Por todo lo anteriormente descrito, y en aras de construir de manera correcta los cimientos para que nuestro estado sea fuerte y responsable en el sentido y cumplimiento de la rendición de cuentas públicas, se proponen las reformas a la Constitución Política del Estado de Coahuila. a la Ley Orgánica del Congreso y la Iniciativa de Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila, con fundamento en los artículos 59 fracción 1, 60 párrafo primero, 62 y 67 fracción 1, de la Constitución Política del Estado; 49 fracción IV, 183 fracción 1, 184, 188, 189 Y 192 de la ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, y se presenta la siguiente iniciativa de: DECRETO ” 

TERCERO.- Consideran los autores de la iniciativa que la utilización correcta y racional de los recursos públicos constituye una de las condiciones esenciales para garantizar el buen manejo de las finanzas públicas, la eficacia en la toma de decisiones y consecuentemente, una mejor calidad de vida de la sociedad.

En esa tesitura, y merced a los compromisos asumidos por el Estado con la Federación en el Convenio para dar seguimiento a diversas propuestas de la Convención Nacional Hacendaria, resulta indispensable adecuar el marco normativo estatal en materia de fiscalización, presupuesto y ejercicio de recursos públicos.

La vigente Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 14 de noviembre de 1989, establece que la revisión de las cuentas públicas compete al Congreso del Estado, a través de la Contaduría Mayor de Hacienda, como órgano técnico superior de fiscalización y control gubernamental; sin embargo, la experiencia ha demostrado que dicho organismo carece de la independencia política, técnica y presupuestaria necesaria para el correcto ejercicio de sus funciones.

Lo anterior implica no sólo falta de especialización del órgano, sino vinculaciones de carácter político y partidista, que repercute en la actividad de auditoría, merced a los compromisos políticos, que se reflejan en los resultados y decisiones que a la postre se tomen.

 Así las cosas, ante un proyecto ya rebasado, es necesario transformar el esquema actual de fiscalización, constituyendo un organismo especializado dotado de autonomía presupuestaria, técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones, con personalidad jurídica y patrimonio propio que pueda decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones en los términos de la ley.

Para ello, la iniciativa que ahora se estudia y dictamina, propone  una adecuación integral a diversos ordenamientos.

 En primer término, se propone una reforma constitucional que sirva de fundamento y base legal a la legislación secundaria en la materia, de modo tal que se garantice a la sociedad el destino de los recursos y la sanción a quienes los ejerzan de manera indebida, sin la interferencia de presiones o criterios ajenos a los estrictamente administrativos y contables; en segundo término, y como consecuencia de la adecuación constitucional, una reforma integral a la ley Orgánica del Congreso del Estado, donde se puntualicen las funciones y atribuciones tanto de la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, como de la Auditoría Superior del Estado, como órgano técnico y ejecutor de la fiscalización superior en el Estado y los Municipios, además de incluir  una  Iniciativa de Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Resulta pertinente someter a la consideración de esta Soberanía,  la Iniciativa de reforma a los artículos 67  fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII, recorriéndose la ulterior fracción y 158-P fracción III de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional y C. C. Diputados integrantes del Partido Verde Ecologista de México y del Partido del Trabajo la cual es del tenor siguiente:

ARTÍCULO PRIMERO.- Se modifican las fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII, recorriéndose la ulterior fracción del artículo 67 y III del artículo 158-P de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Articulo 67.- Son atribuciones del Poder Legislativo:

I a XXXIII.- .....

XXXIV.- Revisar, por conducto de su entidad de fiscalización superior denominada Auditoria Superior del Estado, en los términos previstos en la ley, las cuentas públicas de los Poderes del Estado, municipios y de los organismos públicos autónomos y de las demás entidades que se encuentren bajo su ámbito de influencia y cuya gestión presupuestal y programática no esté incorporada en su cuenta pública.

La revisión de las cuentas públicas tendrá por objeto conocer los resultados de la gestión financiera respectiva y comprobar si se han ajustado a la ley de ingresos o presupuesto de ingresos, según corresponda y a su presupuesto de egresos y el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas. Serán principios rectores de la fiscalización superior la posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad, confiabilidad, integridad, transparencia, oportunidad, congruencia, inmediatez, suficiencia financiera, independencia y objetividad.

La Auditoría Superior del Estado es un órgano con autonomía técnica y de gestión, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Dicha autonomía le permitirá el ejercicio de sus atribuciones y la decisión sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley.

Tendrá a su cargo:

a) Fiscalizar en forma posterior los ingresos y egresos; la recaudación administración, manejo, custodia y aplicación de los fondos y recursos públicos, estatales o municipales de los órganos y dependencias de los Poderes y municipios, organismos públicos autónomos, entidades paraestatales, paramunicipales y, en general, de cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, que haya tenido o tenga a su cargo la gestión de recursos públicos estatales o municipales, a través de los informes que se rendirán en los términos que disponga la ley.

Sin perjuicio de los informes a que se refiere el primer párrafo de este inciso, en las situaciones excepcionales que determine la ley, podrá realizar directamente revisiones de conceptos específicos o requerir a las entidades que procedan, la revisión de los conceptos que estime pertinentes, a fin de que le rindan un informe. Si estos requerimientos no fueren atendidos en los plazos y formas señalados por la ley, se podrá dar lugar al fincamiento de las responsabilidades que correspondan.

b) Entregar el informe del resultado de la revisión de las cuentas públicas al Congreso Local a más tardar el 31 de octubre del año en que éstas debieron presentarse. Dicho informe contendrá al menos, los dictámenes de su revisión, el apartado correspondiente a la fiscalización y verificación del cumplimiento de los programas, el cumplimiento de las normas de información financiera para el sector público, los resultados de la gestión financiera, la comprobación de que las entidades se ajustaron a la ley de ingresos o presupuesto de ingresos de la entidad, según corresponda, y al presupuesto de egresos, el análisis de las desviaciones presupuestarias en su caso, y los comentarios de .los auditados, mismo que tendrá carácter público.

La Auditoría Superior del Estado deberá guardar reserva de sus actuaciones, hasta que rinda el informe a que se refiere este inciso; la ley establecerá las sanciones aplicables a quienes infrinjan esta disposición.

c) Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, recaudación, administración, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos federales, estatales o municipales y efectuar visitas domiciliarias para exigir la exhibición de libros, documentos y demás información indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las leyes y a las formalidades establecidas para los cateos, y

d) Determinar los daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública de las entidades y fincar directamente a los responsables las indemnizaciones y sanciones correspondientes, así como promover ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades; promover las acciones de responsabilidad a que se refiere el Título Séptimo de esta Constitución y presentar las denuncias y querellas penales, en cuyos procedimientos tendrá la intervención que señale la ley.

El Auditor Superior del Estado será designado por las dos terceras partes de los legisladores presentes del Pleno del Congreso Local en los términos de las disposiciones aplicables; en caso de no obtenerse esta mayoría calificada habrá una segunda votación, y si en esta tampoco se logra la mayoría calificada, su designación se hará por simple mayoría de los presentes; será inamovible y su remoción sólo podrá realizarse por las causas graves y mediante el procedimiento previsto en la ley; durará en su encargo ocho años y podrá ser ratificado para un segundo período.

XXXV. . . . . . . 

XXXVI. . . . . . . 

XXXVII. Nombrar y remover a los servidores públicos de la Oficialía Mayor y la Tesorería.

XXXVIII. Expedir la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Coahuila.

XXXIX. a XLVII. . . . . . . 

XLVIII. Designar al Auditor Superior del Estado, y

XLIX. Las demás que le confieran la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Constitución y los demás ordenamientos aplicables.

Artículo 158-P. Los Municipios administrarán libremente su hacienda conforme a las bases siguientes:

I. . . . . . . 

II. . . . . . . 

III. El Congreso del Estado revisará y fiscalizará por conducto de la Auditoria Superior del Estado, las cuentas públicas de los Municipios, en los términos de las disposiciones aplicables. El Congreso del Estado en coordinación con los municipios garantizará la disposición de la información de la cuenta pública municipal a la comunidad en general, a través de instrumentos confiables, oportunos y transparentes;

IV a VII. . . . . . 

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto producirá efectos el mismo día en que entre  en vigor la Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila. En estos términos publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a este Decreto.”

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 7 de Mayo de 2007.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Oficio del C. Vicepresidente de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, mediante el cual se envía la Minuta Proyecto de Decreto, por el que se adiciona con un segundo párrafo   el Artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 3 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, el proyecto de decreto a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales Oficio del C. Vicepresidente de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, mediante el cual se envía la Minuta Proyecto de Decreto por el que se adiciona con un segundo párrafo   el Artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- En la Minuta Proyecto de Decreto para adicionar con un segundo párrafo   el Artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que remite el C. Vicepresidente de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, se asienta, entre otras consideraciones, que:

“ El consenso por adecuar el derecho a la información a una nueva realidad y pluralidad política existente en nuestro país, ha generado consensos en todos los ámbitos de gobierno, e inclusive de la propia sociedad, al grado que recientemente, se ha presentado una propuesta proveniente de los gobernadores de las entidades federativas de Chihuahua, Aguascalientes y Zacatecas, a la cual se sumó el de Veracruz y el Jefe de Gobierno del D F, a efecto de establecer principios mínimos observables en todo el ámbito federal.

Para tal cometido, se requiere de instituciones, principios y mecanismos que ​garanticen el acceso a la información pública, de manera universal, confiable y sencilla.

En  este sentido, la iniciativa que se presenta ante este órgano del Poder Legislativo Federal, pretende fortalecer y garantizar en todo el país, el ejercicio del derecho a la información pública, a efecto de afianzar la confianza de los ciudadanos, en la obtención de información objetiva y expedita, generada por los órganos de los tres órdenes de gobierno y demás sujetos que obtengan o ejerzan recursos públicos, consolidando con estas acciones, una sociedad mejor informada, con mayores elementos para evaluar el acontecer gubernamental, y con mejores instrumentos para fiscalizar las acciones estatales.

El artículo 6° Constitucional, fue adicionado en su última parte con la siguiente expresión: "el derecho a la información será garantizado por el Estado", instituyéndose de esta manera el Derecho a la Información.

De hecho, el derecho a la información, en su vertiente de acceso a la información pública, ha adquirido notoria importancia en el mundo de las ideas políticas, sociales y jurídicas del pensamiento contemporáneo; al grado de que se le considera como uno de los rasgos más distintivos de los Estados constitucionales modernos.

De esta manera, el fortalecimiento del derecho a la información, se convierte entonces, en un útil instrumento para consolidar el Estado de Derecho, y encauzar las acciones de los órganos del Estado, hacia su evolución democrática. Sin duda un Estado que defiende y fomenta las libertades fundamentales de los seres humanos, es un Estado democrático, que incide en la consecución de una sociedad participativa y responsable.

No obstante, a la fecha, debido a la forma de organización del Estado mexicano con el carácter de federal, donde existe una delimitación y respecto de ámbitos de competencia tanto de la Federación como de las entidades federativas y los municipios, no ha sido posible unificar en las legislaciones que al respecto han dictado los Congresos locales y la asamblea legislativa, principios y mecanismos comunes para ejercer el derecho a la información

Al respecto, la experiencia nos ha demostrado, que cuando las garantías no se actualizan y fortalecen, se convierten en letra muerta que no cumple con su cometido. De ahí que surja la necesidad de revisar nuestro marco jurídico​ - constitucional en materia de derecho a la información, con la finalidad de llevar a cabo los ajustes pertinentes, pues la protección y respeto de un derecho, no se logra únicamente mediante su consagración constitucional, sino que requiere de su revisión periódica, a efecto de que el deber ser y el ser, se encaucen por el mismo rumbo.

Ahora bien, los principios en materia de acceso a la información, que se propone sean observables en todo el territorio nacional, y que surgen precisamente de un análisis cuidadosos respecto de los ejes sobre los cuales debe girar toda legislación y normatividad que se expida al respecto; tienen que ver en primer lugar, con precisar con claridad, que toda información es pública, y por excepción será reservada, por las razones de interés público que establezcan las leyes.

El segundo principio, tiene que ver con el entendido de que no existen​ derechos ilimitados, dado que estos hayan su acotamiento, en la protección de intereses superiores, que para el caso en concreto se refiere a la protección de la intimidad de las personas, por lo que la información que se refiera a la vida privada y los datos personales, deberá considerarse como confidencial, y será de acceso restringido en los términos que fijen las leyes. 

El tercer principio, pretende darle efectividad al ejercicio del derecho a la información, a través de la obligatoriedad por establecer procedimientos sencillos y cuyo desahogo sea en un breve término, tanto para la entrega de la información, como para la interposición de recursos contra la negativa por entregar la información.

Respecto del cuarto principio, responde en establecer la obligación estricta, de que en caso de que exista un conflicto entre el principio de publicidad y la necesidad de guardar reserva respecto de la información pública, se deberá resolver el mismo, mediante la evaluación del daño que pudiera causar la difusión de la información, o bien acreditando causas de interés público.

Otro principio que tenderá a dotar de eficacia el. ejercicio del derecho a la información, es el de establecer que las conductas de los servidores públicos que atenten contra el ejercicio del derecho ala información, serán consideradas como graves, para efectos de las sanciones administrativas que al respecto se establezcan.

Asimismo, con la presente propuesta, se pretende establecer como obligación  activa de los sujetos obligados al cumplimiento de las disposiciones en materia de transparencia, el que pongan a disposición de la ciudadanía, un mínimo de información sobre los aspectos más relevantes del actuar administrativo.

Por último, y como un aspecto complementario de las disposiciones en materia de transparencia y acceso a la información, se propone la existencia de archivos administrativos actualizados y confiables.”

TERCERO.- Con motivo de la reforma al artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que garantiza por el Estado el derecho a la información, nuestra entidad federativa ha considerado  que la constitucionalización del derecho es el paso más importante del estado de derecho y que, en el caso que ahora nos ocupa, en la medida en que el acceso a la información pública se defina en la Constitución, la posibilidad de limitar razonablemente el poder, de ampliar las libertades fundamentales y de imponer criterios garantistas para evitar interpretaciones restrictivas en perjuicio del derecho a acceder a la información pública, será una realidad; sobre todo, por la existencia de una base normativa fundamental que vinculará a todo el poder público, en su diseño y aplicación normativos.

Así las cosas, la adición que ahora se propone al artículo 6° de la Constitución Federal con el fin de fortalecer el derecho a la información y transparencia, no hace sino robustecer la visión que nuestro Estado ya tenía de la importancia del derecho a la información, al que elevó al rango de garantía constitucional.

En efecto, en el decreto número 68, publicado en el Periódico oficial del Estado de fecha 19 de septiembre de 2003, se adicionó el artículo 7 de la Constitución Política del Estado, elevando al rango de garantía constitucional el derecho a la información, estableciendo entre otros principios los siguientes:

“ I.
Su fundamento reside en el estado humanista, social y democrático de derecho que establece esta Constitución.

II.
El acceso libre, gratuito, sencillo, antiformal, eficaz, pronto y expedito a la información.

III.
La interpretación constitucional más favorable del principio de publicidad, salvo las excepciones que por razones de interés público establezca la ley en sentido estricto.

IV. 
La protección de los datos personales.

V.
La obligación de transparencia del Poder Público o cualquier otra entidad que utilice, reciba o disponga de recursos públicos, en los términos de la ley.

VI.
La administración, conservación y preservación de la documentación pública a través de mecanismos confiables, eficientes y eficaces.

VII.
La constitución de un organismo público autónomo conforme a las bases previstas en esta Constitución y las siguientes:

1.
Será autoridad constitucional en la materia, independiente en sus funciones y decisiones, y profesional en su desempeño.

2.
Contará con autonomía política, jurídica, administrativa, presupuestal, patrimonial y financiera, en los términos que establezca la ley.

3.
Tendrá a su cargo la rectoría de las siguientes materias:

a)
El acceso a la información pública.

b)
La cultura de transparencia informativa.

c)
Los datos personales.

d)
La documentación pública.

e)
La realización de estadísticas, sondeos, encuestas o cualquier instrumento de opinión pública.

f)
Las demás atribuciones que establezca la ley.

4.
Su actuación se regirá por los principios de constitucionalidad, legalidad, certeza, independencia, imparcialidad y objetividad.

5.
Sus integrantes serán designados por el voto de cuando menos las dos terceras partes del Congreso del Estado, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley.”

Como fácilmente puede advertirse, los principios que orientan el derecho a la información pública, son los mismos que contempla la adición al artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; pues aquí en Coahuila se garantiza ya el principio de máxima publicidad, fracción III del artículo 7 antes citado; la protección de los datos personales, fracción IV; el acceso gratuito, libre, sencillo, antiformal, eficaz, pronto y expedito a la información., fracción II; administración, preservación y conservación de la documentación publica a través de mecanismos confiables, eficientes y eficaces, fracción VI; la obligación de transparencia del Poder Público o cualquier otra entidad que utilice, reciba o disponga de recursos públicos, en los términos de la ley, fracción V; constitución de un organismo público autónomo, autoridad en la materia, fracción VII.

Esta Quincuagésima Séptima Legislatura considera procedente la adición de un segundo párrafo con VII fracciones al artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dada la importancia que tiene la cultura de la transparencia y acceso a la información pública en nuestro país. El Estado de Coahuila ha llevado a cabo desde el año 2003 diversas acciones para el fomento de esta cultura. La implementación de la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información y la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado son ejemplo de ello. La propuesta de adición a nuestra Carta Magna representa la unificación de criterios federales y locales. Estas adiciones acordes con la múltiple normativa de las entidades representan los pilares esenciales que sostendrán la democracia y transparencia de México.  

Así pues, para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se recomienda a esta Legislatura aprobar el Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, por el que se adiciona el Artículo 6° de la misma, con el fin de fortalecer el derecho a la información y la transparencia, toda vez que nuestra entidad, a nivel de Constitución local ha elevado al rango de garantía constitucional la adición que ahora se propone al precitado artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

PRIMERO .-  Por las razones expuestas, y para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se recomienda a esta Legislatura aprobar el Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, por el que se adiciona el Artículo 6° de la misma, con el fin de fortalecer el derecho a la información y la transparencia, toda vez que nuestra entidad, a nivel de Constitución local ha elevado al rango de garantía constitucional la adición que ahora se propone al precitado artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La Iniciativa de referencia dice textualmente:

Artículo Único.- Se adiciona un segundo párrafo con VII fracciones al Artículo 6°. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 6°.- ...

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

1. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá se reservada temporalmente por razones de interés público en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad.

II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.

III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y  procedimientos de revisión expeditos. Estos procedimientos se sustanciarán ante órganos u organismos especializados e imparciales, y con autonomía 
operativa, de gestión y de decisión.

V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre sus indicadores de gestión y el ejercicio de los recursos públicos. .

VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o morales.

VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información pública será sancionada en los términos que dispongan las leyes. .

TRANSITORIOS

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo.- La Federación, los Estados y el Distrito Federal, en sus respectivos ámbitos de competencia, deberán expedir las leyes en materia de acceso a la información pública y transparencia, o en su caso, realizar las modificaciones necesarias, a más tardar un año después de la entrada en vigor de este Decreto.

Tercero.- La Federación, los Estados y el Distrito Federal deberán contar con sistemas electrónicos para que cualquier persona pueda hacer uso remoto de los mecanismos de acceso a la información y de los procedimientos de revisión a los que se refiere este Decreto, a más tardar en dos años a partir de la entrada en vigor del mismo. Las leyes locales establecerán lo necesario para que los municipios con población superior a setenta mil habitantes y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal cuenten en el mismo plazo con los sistemas electrónicos respectivos.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 7 de mayo de 2007.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Ley Orgánica de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, propuesta por el C. Licenciado Luis Fernando García Rodríguez, Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión ordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 26 de diciembre de 2006, se acordó turnar a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa de Ley Orgánica de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, propuesta por el C. Licenciado Luis Fernando García Rodríguez, Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- .- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.-  La Iniciativa de Ley Orgánica de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, propuesta por el C. Licenciado Luis Fernando García Rodríguez, Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, se basa en las consideraciones siguientes:

“ Cuando diversos sucesos provocan grandes cambios y transformaciones en el mundo, la certeza sobre el futuro de la gente desaparece. La necesidad de que las comunidades sientan identidad y afinidad unas con otras, genera ciertos valores de unidad, respeto, tolerancia, y demás que garanticen la comunión y convivencia sin importar diferencias de raza, religión, género, condición económica, vulnerabilidad, entre otras.

Los Derechos Humanos son la esencia de esos valores. Ello implica el fortalecimiento de la colaboración y coordinación entre las naciones y de éstas con organismos y organizaciones internacionales, así como la creación e impulso de mecanismos de protección a los mismos.

México ha mostrado su interés a nivel internacional, por mantener su compromiso de velar por las condiciones de protección de los Derechos Humanos. Se comprende pues, la necesidad de que los mecanismos y procedimientos garanticen el ejercicio real y efectivo de los Derechos Humanos, y que a la vez, existan instituciones fuertes que los tutelen.

Sin embargo, para entender y participar en esta dinámica, se requiere que, al interior de las entidades federativas, se establezcan bases sólidas que sustenten cambios estructurales. Por ello, el tema de los Derechos Humanos cobra plena vigencia en el contexto de la reforma del estado. Es necesario, en consecuencia, que aquellas promuevan, hacia su interior, el desarrollo humano, esto es, que generen y amplíen oportunidades para la realización de las personas, dada su dimensión trascendente.

Coahuila tiene bien claro, dentro de su propia Constitución, que es un estado humanista, social y democrático de derecho. Esto significa que el ser humano se constituye en el centro de atención para la toma de decisiones públicas; por ende, ha de respetar y proteger irrestrictamente la dignidad de las personas. 

Fortalecer y consolidar la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila es una de las finalidades de esta iniciativa de ley, ya que, si bien nuestra Constitución local le otorga en su artículo 195, plena autonomía, su ley orgánica vigente dista mucho de reafirmar esa naturaleza; por el contrario, el artículo 2 le otorga la categoría de un organismo descentralizado de la administración estatal.

Por las razones expuestas, la agenda legislativa coahuilense incorpora un tema trascendental para el régimen interior del estado: el fortalecimiento del marco jurídico de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila.  El debate legislativo en esa materia debe iniciarse a partir de la presentación de una reforma constitucional que siente las bases para la organización y el funcionamiento del organismo público autónomo al que se encomienda la protección y salvaguarda de los Derechos Humanos en el Estado. Esa iniciativa de reforma a la Constitución,  forma parte de un paquete legislativo que también se somete, junto a esta iniciativa, al estudio, discusión y, en su caso, aprobación, del órgano revisor de la Constitución y de esta legislatura, respectivamente. Así, toca el turno ahora de presentar una iniciativa de Ley Orgánica de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, que abrogue el ordenamiento vigente.

El propósito de esta iniciativa es posibilitar y adecuar el sistema normativo estatal apoyado en los preceptos constitucionales, de tal manera que ahora, ha de preocuparse por la articulación efectiva de las normas; la ley que, en su caso, se abrogaría con la que hoy se presenta, fue emitida en su tiempo, en consonancia con las circunstancias imperantes y que, es evidente, actualmente han cambiado.

Ahora es momento de que nuestro Estado se adhiera al avance que se ha dado a nivel federal. Por ello, el Consejo Consultivo de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, instruyó, al Presidente del organismo para que, a partir de un ejercicio interinstitucional y corresponsable, se promueva la actualización del marco jurídico de la institución. 

La presente iniciativa es resultado de la participación ciudadana de los coahuilenses, quienes a través de diversas reuniones celebradas en las regiones Sureste, Laguna, Centro y Norte, llevaron a cabo diversos foros de consulta, conferencias, mesas de trabajo, y demás actividades relativas, lo cual permitió recabar la opinión de académicos, asociaciones de profesionistas, organismos de la sociedad civil defensoras de Derechos Humanos, así como la participación abierta de la comunidad en general. 

Estos foros constituyeron un vehículo democrático para promover la participación de la sociedad. Resultaron ser un medio eficaz e idóneo para conocer las propuestas ciudadanas.

Por consiguiente, ahora tenemos el compromiso ineludible de responder a las expectativas ciudadanas y establecer un marco jurídico eficiente que consolide a la CDHEC como institución protectora y promotora de las prerrogativas fundamentales de los coahuilenses.

La iniciativa de la Ley Orgánica de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila,  contiene los aspectos siguientes:

La Ley está integrada por cinco títulos denominados, respectivamente: el primero, disposiciones generales; el segundo, relativo a la competencia, integración y organización de la Comisión; el tercero, referente a los servicios que presta la Comisión; el cuarto, concerniente a los criterios generales; y el quinto, relativo al régimen laboral de la Comisión.  Esta clasificación se realizó para sistematizar la Ley, y con ello, facilitar su estudio y aplicación.

Así, por ejemplo, dentro de las disposiciones generales, sobresale la adición de un glosario de términos a emplear en el ordenamiento, abrevia denominaciones y precisa la acepción de las palabras o términos utilizados en el texto de la Ley. La inserción de este glosario, facilitará la aplicación de las disposiciones contenidas en ella, así como su interpretación.

También, se precisa, en ese primer Título, en relación con la autonomía de la Comisión aplicando sin cortapisas la doctrina universal contenida en los principios de París (1991) sobre el funcionamiento de las instituciones públicas de defensa de los derechos universales, que, una vez designado el titular de la misma, éste deberá ejercer sus atribuciones con independencia funcional y política, incluso, respecto de los poderes públicos que hayan intervenido en su designación, en virtud de que no puede ni debe estar subordinado a poder alguno. 

Cabe hacer notar que aunque esta connotación de autonomía ya se le otorgaba por nuestra Constitución local; sin embargo en la Ley secundaria, existía una contradicción al considerar a la Institución como un órgano descentralizado, pese a esto, quedó superada por la reforma que se introdujo en el artículo 195 de la Constitución Política del Estado, mediante decreto número 47 publicado en el Periódico Oficial del Estado de fecha 21 de julio de 2006; reforma a través de la cual se elevó a la CDHEC a la categoría de Organismo Público Autónomo.

Por tales motivos y con la finalidad de garantizar la autonomía constitucional de la Comisión, se establecen las bases fundamentales que habrán de regir su funcionamiento. De esa forma, será independiente en el desempeño de sus funciones, las que ejercerá con base en los principios de: esencialidad, es decir deberá actuar como un órgano indispensable para el desarrollo de la vida democrática;  permanencia,  un organismo que funciona fijo por su importancia y que sólo el poder revisor de la Constitución podría suprimirlo; independencia,  para que funcione con plena libertad para salvaguardar la función para la cual fue creada; imparcialidad, para apreciar con rectitud y neutralidad todos los asuntos de los que tenga conocimiento; profesionalismo, para actuar con conocimiento de causa, lo que exige que, tanto su titular, como el personal a su cargo deberán ser expertos en materia de los Derechos Humanos y estar perfectamente capacitados para la labor que realizarán; transparencia, a fin de que las funciones que se realicen en el organismo sean claras y traslucidas para que cualquier ciudadano pueda acceder a conocerlas y estar informado sobre ellas; responsabilidad y sujeción al estado humanista, social y democrático de derecho, es decir, que el organismo queda sujeto, en su trabajo, al imperio de la Constitución Política del Estado y a su ley: en suma, al régimen del Estado humanista, social y democrático de Derecho.

El tipo de independencia que le confiere la autonomía se complementa con la calidad apartidista del Presidente del organismo y de los miembros del Consejo.

Esta iniciativa, en congruencia con la característica de la autonomía de gestión, le otorga a la Comisión personalidad jurídica y patrimonio propios, así como autonomía presupuestaria. Esta disposición resulta ser muy importante para el organismo, pues por primera vez en su historia, será la propia CDHEC la que elabore su proyecto de presupuesto de egresos, y lo envíe al Congreso del Estado quien será el único facultado para modificarlo, después de escuchar al Presidente de la Comisión.  Así, en el ejercicio de su presupuesto aprobado y con plena autonomía, la Comisión responderá del buen manejo de esos recursos, únicamente ante el Poder Legislativo.

Para reforzar la autonomía que se otorga a la Comisión, se propone que administre sus recursos directamente, dentro de la normatividad establecida en los diversos ordenamientos relacionados con la materia.

Esta iniciativa sigue el sistema de elección del Presidente del organismo, tal como en la mayor parte de los países se exige, señalando como requisito la calidad de jurista de especial integridad, o de abogado altamente calificado, capaz de inducir a las autoridades a aceptar y cumplir sus recomendaciones y opiniones. Nosotros hemos tomado este principio en la iniciativa que se presenta.

De esa forma, el Presidente de la Comisión debe contar con título de licenciado en derecho, porque es indispensable que el Ombudsman tenga pericia jurídica y que conozca de leyes debido a la problemática general de los asuntos que trata, y, en el marco de la profesionalización, para que sus recomendaciones cuenten con suficiente fuerza legal, sean eficaces en cuanto a la justificación del sentido de las mismas y estén debidamente fundamentadas desde el punto de vista jurídico.

Por otra parte, en el texto de la iniciativa se determina que el Presidente de la Comisión será  designado para ocupar el cargo por un período de seis años y que podrá ser reelecto por una sola vez. Al respecto, es de mencionar que, según se aprecia de manera general, el término del período es adecuado, suficiente para realizar al inicio del período una adecuada planeación, y contar con el tiempo necesario para implementarla y cumplirla.

Para el personal ejecutivo, administrativo, técnico y operativo de la Comisión, se establece el Servicio Profesional, que sirve para garantizar la profesionalización de quienes laboran en el organismo, basándose en el mérito y con el fin de impulsar el desarrollo de la función pública para beneficio de la sociedad, mediante la atracción, retención, motivación, formación y capacitación constante de las mejores mujeres y hombres con conocimiento para la defensa, promoción y estudio de los Derechos Humanos, independientemente del cambio de sus titulares, con el fin de evitar al mínimo trastornos al avance y logros de su desempeño y generar la máxima eficacia de quienes prestan este servicio para los coahuilenses.

En otro orden de ideas y conscientes de la importancia que guardan las resoluciones que le corresponde emitir a la Comisión, el Presidente tiene la obligación de presentar anualmente y de forma personal al Congreso, un informe de actividades, mismo que hará llegar a los poderes Ejecutivo y Judicial, haciendo además entre la sociedad la mayor difusión posible de él. Esta propuesta se incluye en la iniciativa debido a que a todos nos incumbe conocer si la Comisión ha cumplido con sus atribuciones y saber qué servidores públicos han cometido violaciones de los Derechos Humanos.

En consonancia a lo dispuesto en el artículo 158 fracción I, supuesto número 8 y  fracción II inciso e y la reciente reforma introducida al artículo 195 de la Constitución local, esta iniciativa de Ley establece también la facultad de ejercitar la acción de inconstitucionalidad, lo cual la ubica por encima de las otras entidades de la Federación y sólo a la par del Defensor del Pueblo, del sistema español. La Comisión puede ejercitar la acción de inconstitucionalidad respecto a la defensa de los Derechos Humanos, porque es otra vía para su protección.

Asimismo, se incluye un aspecto importante respecto al carácter independiente del Ombudsman, consistente en que no debe estar obligado a declarar ante el ministerio público o ante el juez, respecto a las quejas que reciba, lo cual evita cualquier tipo de presión que se le quiera imponer en el ejercicio de sus funciones.

Como una de las propuestas centrales de esta iniciativa, que pretende sentar las bases de una política de Estado en la materia, pero también la de generar una cultura de respeto a los Derechos Humanos. Se prevé que cualquier persona podrá  presentar la queja. Esta legitimidad se suma a la posibilidad de actuación de oficio de la Comisión en aquellos casos cuya violación a los Derechos Humanos sea de tal gravedad, que haya  de considerarse el superior  interés social que aquéllos relativos a los principios de la legitimación activa para la presentación de las quejas o la titularidad de un derecho. De esta manera, se supera el formalismo jurídico que impera en los tribunales y que exige que para iniciar un procedimiento, exista un particular que demuestre tener interés jurídico al respecto.

El esfuerzo para actualizar el marco jurídico de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, es resultado del arduo trabajo desarrollado para concretar en esta iniciativa las inquietudes de los coahuilenses. Sin duda, las propuestas recibidas en los foros, la revisión personal que efectuaron los Consejeros de la Comisión y la labor realizada por nosotros, han dado como resultado esta iniciativa que hoy presentamos ante esta Legislatura.

Estamos ciertos de que, de ser aprobada en los términos en que se propone, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, contará con las herramientas necesarias para contribuir a la consolidación del estado humanista, social y democrático de derecho al que todos los coahuilenses aspiramos.

Es tiempo propicio para dar este paso adelante, de poner a la vanguardia a la institución protectora de los Derechos Humanos. No podemos dejar pasar esta oportunidad histórica. 

TERCERO.-  Todo ordenamiento jurídico define sus propios valores los cuales giran en torno a la persona y a la comunidad. En lo que a la persona se refiere,  se tutela su vida, integridad física, honor, reputación, libertad, patrimonio, estabilidad, etc., y cuando se produce la formalización simbólico declarativa de esos atributos, como en el caso de la ley, puede hablarse entonces de derechos humanos.

La lucha en pro de los valores inherentes a la persona humana ha sido ardua, el fundamento técnico de su protección se inicia con el advenimiento del Cristianismo. Por primera vez se llegó a considerar que esos  valores  son inherentes a la persona humana e independientes de cualquier presupuesto formal o clasista.

Una rápida ojeada a estos derechos nos permite clasificarlos en civiles y políticos; la vida, la libertad, la seguridad, asilo, garantía contra detenciones arbitrarias, derecho a tener una nacionalidad, etc; derechos económicos, sociales y culturales, que se concretizan a partir de  la segunda mitad del siglo XIX, cuando obreros y campesinos luchan por dignificar sus condiciones de trabajo y más oportunidades de desarrollo; México se pone al frente al consagrar constitucionalmente, antes que ningún otro país,  como garantías sociales los derechos de los obreros  y los campesinos; así, podemos mencionar el derecho a la seguridad social, el derecho al trabajo, el derecho al descanso y al tiempo libre, derecho a la educación, derecho a la participación en la vida cultural de la comunidad, entre otros; derechos de los pueblos, que garantizan el derecho a la paz y a un medio ambiente sano, progreso y desarrollo social y económico de los pueblos, libre determinación de los pueblos, derecho de éstos a ejercer soberanía plena sobre sus recursos naturales, etc. 
Los derechos humanos son derechos fundamentales que pertenecen a  hombres y mujeres por el solo hecho de serlo y el goce de los mismos dignifica a la persona. Como derechos fundamentales,  limitan a la autoridad para interferir en la vida de las personas y los pueblos y obligan al gobernante a la satisfacción de ciertas necesidades básicas de los gobernados.
Los derechos humanos están reconocidos en la Constitución, garantizados por las leyes mexicanas y protegidos por el derecho internacional; es decir, por el cuerpo de leyes que los gobiernos de los países han elaborado de manera conjunta para relacionarse entre ellos; en el caso, Declaración Universal de Derechos Humanos, Convención Americana sobre Derechos Humanos, Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles  y Políticos.

Así las cosas, el fortalecimiento y consolidación de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, es uno de los propósitos que anima la iniciativa que ahora se estudia y dictamina, pues congruente con el artículo 195 de la Constitución Política del Estado, el Capítulo Segundo del Título Primero, considera a la Comisión como organismo público autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propios; y como garantía de la autonomía constitucional de la que goza, será independiente en sus funciones, las que ejercerá con base en los principios de esencialidad, permanencia, independencia, imparcialidad, profesionalismo, transparencia, responsabilidad  y sujeción al estado de derecho. 

Aun cuando se propone, que el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, tenga título de licenciado en derecho, porque dada la problemática general de los asuntos que trata, resulta indispensable que conozca de leyes; sin embargo, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales considera que no se trata de un presupuesto esencial, pues la carencia de conocimientos legales puede ser suplida con la contratación de peritos en derecho, ya que lo que verdaderamente importa es la calidad moral, honorabilidad y prestigio de quien sea investido como Ombudsman. Destaca también la ampliación del término para ejercer el cargo, de tres a seis años y la posibilidad de ser ratificado para un segundo período, dependiendo del desempeño.

Como organismo público autónomo, la ley contempla la posibilidad de que sea la Comisión quien elabore anualmente su propio presupuesto de egresos y como contrapartida establece una contraloría interior y de fiscalización; sin embargo, esta Comisión considera que además se debe establecer en la ley que  estará sujeta al control de revisión y fiscalización que ejerza el Congreso del Estado, a través de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila.

Merece destacar  que la Iniciativa que ahora se estudia implementa el Servicio Profesional de la Comisión para el desempeño de las atribuciones de cada uno de sus órganos, medida que sin duda alguna contribuirá a eficientar la defensa, promoción y estudio de los Derechos Humanos; al respecto, en la exposición de motivos se asienta:

 “ Para el personal ejecutivo, administrativo, técnico y operativo de la Comisión, se establece el Servicio Profesional, que sirve para garantizar la profesionalización de quienes laboran en el organismo, basándose en el mérito y con el fin de impulsar el desarrollo de la función pública para beneficio de la sociedad, mediante la atracción, retención, motivación, formación y capacitación constante de las mejores mujeres y hombres con conocimiento para la defensa, promoción y estudio de los Derechos Humanos, independientemente del cambio de sus titulares, con el fin de evitar al mínimo trastornos al avance y logros de su desempeño y generar la máxima eficacia de quienes prestan este servicio para los coahuilenses.”

Por lo que a los órganos de la Comisión se refiere, se crea la Dirección General, las visitadurías se dividen en regionales e itinerantes; la Secretaría se convierte en secretaría técnica, precisando sus funciones; en lugar del término “ reclamante ”, se utiliza el de “ quejoso ” y el de informe de autoridad responsable.

En el Título Tercero se precisan los servicios que presta la Comisión, se enfatiza que son gratuitos y que se puede acceder a ellos sin necesidad de comprobar derechos subjetivos, interés jurídico o legítimo o las razones que motiven la solicitud y aun cuando la queja debe presentarse por escrito, no se requiere formalidad alguna y se precisa en que casos puede ser formulada oralmente, además de los supuestos en los que la Comisión podrá intervenir de oficio.

En el Título Cuarto, se establece la regulación de los Criterios Generales, como forma de precedente que sirva de base en la tramitación de los asuntos que competen al conocimiento de la Comisión; estos criterios generales  pueden obtenerse mediante reiteración de resoluciones, o por contradicción de criterios; finalmente, se establece que las relaciones laborales entre la Comisión y sus trabajadores, se  regirán por el Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado, así como, en lo conducente, por la Ley de Pensiones y Otros Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado y el Estatuto del Servicio Profesional de la Comisión.

Corolario de las consideraciones que anteceden, es que la Iniciativa que ahora se estudia y dictamina, mejora notablemente la Ley Orgánica de la Comisión Estatal De Derechos Humanos, por lo que con las observaciones que se hicieron, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales estima que debe ser aprobada.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno el siguiente:

DICTAMEN

ÚNICO.- La Iniciativa que ahora se estudia y dictamina, mejora notablemente la Ley Orgánica de la Comisión Estatal De Derechos Humanos, por lo que con las observaciones que se hicieron, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales estima que la nueva Ley Orgánica de la Comisión de Derechos Humanos debe aprobarse como sigue:

LEY ORGÁNICA DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS 

DEL ESTADO DE COAHUILA

TÍTULO  PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO PRIMERO

EL OBJETO DE LA LEY  

ARTÍCULO 1. La presente ley es reglamentaria del artículo 195 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, es de interés y orden público. Su observancia será obligatoria para todas las personas que se encuentren en el Estado de Coahuila de Zaragoza y tiene por objeto:

I. Establecer las bases y los principios fundamentales para regular el estudio, la promoción, divulgación y protección de los Derechos Humanos en Coahuila;

II. Determinar el ámbito de competencia, la organización y el funcionamiento de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, y

III. Precisar el procedimiento, los principios que lo rigen y las directrices a que se sujetará la tramitación de las quejas que se presenten ante la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila.

ARTÍCULO 2. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. Actos u omisiones de naturaleza materialmente administrativa: son aquellas acciones, resoluciones u omisiones de cualquier autoridad estatal o municipal, previstas en las disposiciones jurídicas que rigen su actuación o, en su caso, discrecionales, susceptibles de crear, con eficacia particular o general, obligaciones, facultades o situaciones jurídicas a los particulares.

II. Actos u omisiones que carecen de legalidad: son aquellas acciones, resoluciones u omisiones que realizan  los servidores públicos,  sin fundamentarse en facultad expresa determinada por las normas jurídicas aplicables. 

III. Comisión: La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila.

IV. Conciliación: Acuerdo celebrado entre el quejoso y la autoridad señalada como responsable, con el objeto de poner fin al procedimiento iniciado ante la Comisión mediante la interposición de la queja.

V. Congreso: El Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

VI. Consejo: El Consejo de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila.

VII. Consejeros: Los Consejeros de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila.

VIII. Constitución: La Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

IX. Contraloría: La Contraloría Interior y de Fiscalización de la Comisión. 

X. Criterios Generales: Son los razonamientos que, en el marco de la lógica jurídica, tutelan los Derechos Humanos de las personas, sostenidos en las resoluciones y recomendaciones emitidas por la Comisión en los asuntos de que tenga conocimiento. Estos criterios tienen como finalidad la unidad de opiniones y orientarán la emisión de ulteriores resoluciones y recomendaciones. Su consulta será obligatoria para el personal de la Comisión.
XI. Derechos Humanos: Las garantías individuales y sociales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aquellos contenidos en la Declaración Universal de lo Derechos Humanos, así como los reconocidos como tales dentro de convenios, acuerdos y  tratados Internacionales en los que México sea parte.

XII. Estado: El Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

XIII. Grupos Vulnerables: Las personas que, por situaciones de pobreza, origen étnico, estado de salud, edad, género, estado civil, creencia religiosa, situación económica o discapacidad, se encuentran en una situación de mayor indefensión para hacer frente a los problemas que plantea la vida y no cuentan con los recursos necesarios para satisfacer sus necesidades.
XIV. Ley de Responsabilidades: La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.
XV. Peticionario: Cualquier persona que solicite la intervención de la Comisión en asuntos distintos a los de protección jurisdiccional de sus Derechos Humanos.  

XVI. Presidente: El Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila.

XVII. Procedimiento: El conjunto de actos  regulados por esta ley, que tiene por finalidad conocer, investigar y resolver sobre la probable violación a los Derechos Humanos de las personas que se encuentren en el Estado, por algún acto u omisión atribuible a autoridades o servidores públicos estatales o municipales. 

XVIII. Queja: El instrumento o medio por el cual, cualquier persona podrá impulsar e iniciar la intervención de la Comisión en aquellos asuntos de su competencia conforme a esta Ley, a efecto de revisar actos u omisiones de autoridades o servidores públicos, estatales o municipales, que puedan ser violatorios de Derechos Humanos.

XIX. Recomendación Pública: Resolución sin carácter vinculante que determina las conclusiones que ponen fin a un procedimiento tramitado ante la Comisión. Ésta se contendrá en un documento que llevará dicho nombre y que se dirigirá a los superiores jerárquicos de las autoridades o servidores públicos, estatales o municipales, que vulneraron los Derechos Humanos de alguna persona. Toda recomendación señalará las propuestas y medidas para la efectiva restitución de los afectados en sus Derechos Humanos y, en su caso, para la reparación de los daños que se hubieren ocasionado.

XX. Reglamento Interior de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila: Instrumento normativo que precisa las atribuciones, facultades, estructura y competencia específica de cada uno de los órganos de la Comisión; que establece las reglas mínimas de procedimientos para recibir quejas, realizar investigaciones, elaborar dictámenes, así como formular Recomendaciones a las autoridades y funcionarios involucrados en casos de violación de Derechos Humanos.

XXI. Visitador General.- Es al que corresponde coordinar y supervisar las visitadurías regionales e itinerantes, por instrucciones del Presidente; así como conocer, analizar e investigar las quejas de presuntas violaciones a los Derechos Humanos, cometidas por autoridades de carácter estatal y municipal; realizar las actividades necesarias para lograr por medio de la conciliación, la solución inmediata entre las partes; de no ser así, formular los proyectos de recomendación correspondientes.

XXII. Visitaduría Regional.- Es al que corresponde conocer, analizar e investigar las quejas de presuntas violaciones a los Derechos Humanos, cometidas por autoridades de su competencia; realizar las actividades necesarias para lograr por medio de la conciliación, la solución inmediata entre las partes; de no ser así, formular los proyectos de recomendación correspondientes.
XXIII. Visitaduría Itinerante.- Es al que corresponde conocer, analizar e investigar las quejas de presuntas violaciones a los Derechos Humanos, que le sean encomendadas por la gravedad del caso y se considere el superior interés social,  cometidas por autoridades de su competencia; así como realizar las actividades necesarias para lograr por medio de la conciliación, la solución inmediata entre las partes; de no ser así, formular los proyectos de recomendación correspondientes.
CAPÍTULO SEGUNDO

LA COMISIÓN COMO ORGANISMO

PÚBLICO AUTÓNOMO

ARTÍCULO 3. La Comisión, dentro del régimen de la entidad y en los términos que establece la Constitución, esta ley y demás disposiciones aplicables, es un organismo público autónomo con personalidad jurídica y patrimonio propios, en los términos del segundo párrafo de la fracción II del artículo 3 de la Constitución Local del Estado de Coahuila de Zaragoza, y tendrá su domicilio en la Ciudad de Saltillo, sin perjuicio de que pueda establecer en cualquier otra ciudad de la entidad, las Visitadurías que requiera para el cumplimiento de su objeto.
ARTÍCULO 4. Para garantizar su autonomía constitucional, la Comisión será independiente en el desempeño de sus funciones, las que ejercerá con base en los principios de esencialidad, permanencia, independencia, imparcialidad, profesionalismo, transparencia, responsabilidad y sujeción al estado humanista, social y democrático de derecho. 

La Comisión, además, para garantizar su autonomía e independencia, así como el cumplimiento de su objetivo, será apartidista, es decir, deberá observar neutralidad política ante los cambios que se generen en los poderes del Estado.

ARTÍCULO 5. La Comisión resolverá con libertad los asuntos de su competencia, sin interferencia de otros poderes u organismos públicos autónomos, salvo los medios de control que establezca la Constitución, esta ley y demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 6. La Comisión es un organismo público autónomo frente a cualquier órgano del gobierno federal, estatal y municipal. Por tanto, su competencia no podrá ser vulnerada o restringida por dichos gobiernos. 
ARTÍCULO 7. La Comisión  podrá promover controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad locales, en los términos que establece el artículo 158, fracción I, supuesto número 8, y  fracción II, incisos d y  e, de la Constitución y demás disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 8. La Comisión tendrá la facultad de establecer, con base en su presupuesto de egresos autorizado, la estructura, forma y modalidades de su organización interior, en los términos que establece esta Ley y su reglamento.

ARTÍCULO 9. El Consejo de la Comisión, previa propuesta de la Presidencia, tendrá la facultad de emitir los reglamentos, acuerdos, circulares o cualquier otra disposición general que sea necesaria para el cumplimiento del objeto de la misma. 

ARTÍCULO 10. El patrimonio de la Comisión se integrará por:

I. Los ingresos que perciba conforme a la partida que establezca su presupuesto anual de egresos, así como los que perciba por los servicios que preste en cumplimiento de su objeto o que le correspondan por cualquier otro título legal;

II. Los bienes muebles e inmuebles que le destinen o entreguen para el cumplimiento de su objeto el gobierno federal, estatal o municipal, instituciones públicas o privadas y personas físicas o morales;

III. Los subsidios y aportaciones, permanentes, periódicas o eventuales, que reciba del gobierno federal, estatal y municipal y los que obtenga de instituciones públicas o privadas, así como de personas físicas o morales;

IV. Las donaciones, herencias y legados que se hicieran en favor de la Comisión; y,

V. Los demás bienes o ingresos que adquiera por cualquier otro medio legal.

ARTÍCULO 11. Para la administración y conservación de su patrimonio, la Comisión atenderá a las bases siguientes:

I. Los recursos y bienes que integran el patrimonio de la Comisión serán ejercidos en forma directa por los órganos de la misma, o bien, por quien o quienes ellos autoricen, conforme a esta Ley y su reglamento;

II. El Congreso revisará y fiscalizará la cuenta pública de la Comisión, en los términos de las disposiciones aplicables;

III. El ejercicio y gasto presupuestal de la Comisión deberán ajustarse a los principios de honestidad, legalidad, optimización de recursos, racionalidad e interés público y social;

IV. La Comisión manejará prudentemente su patrimonio conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. En todo caso, la Comisión requerirá el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros del Consejo, para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario o para celebrar actos o convenios que comprometan a la Comisión por un plazo mayor al período del encargo de sus miembros. El convenio siempre será por un tiempo determinado y con un objeto preciso;

V. La Comisión podrá celebrar acuerdos con la dependencia del Poder Ejecutivo del Estado que corresponda, para que ésta coadyuve, total o parcialmente, en las funciones relacionadas con la administración, control y fiscalización de su patrimonio;

VI. En todo lo relativo a la administración, control y fiscalización de su patrimonio, la Comisión deberá observar las disposiciones aplicables a los órganos del gobierno del Estado, según la materia de que se trate; y,

VII. Las demás que se determinen como necesarias para este efecto.

ARTÍCULO 12. La Comisión gozará respecto de su patrimonio, de las franquicias, exenciones y demás prerrogativas concedidas a los fondos y bienes del Estado.

ARTÍCULO 13. En el caso de responsabilidades derivadas del manejo del patrimonio del organismo, se observarán, en lo conducente, las disposiciones previstas en el  Título Séptimo de la Constitución, la Ley de Responsabilidades y demás disposiciones jurídicas aplicables.

ARTÍCULO 14. La Comisión tendrá el presupuesto que anualmente le asigne el Congreso, a través del presupuesto de egresos del Estado.

ARTÍCULO 15. La Comisión elaborará anualmente su propio proyecto de presupuesto de egresos y lo remitirá al Ejecutivo del Estado, a fin de que éste, en los términos de las disposiciones aplicables, lo envíe en su oportunidad al Congreso para su estudio, discusión y, en su caso, aprobación. 

ARTÍCULO 16. El proyecto de presupuesto de egresos de la Comisión no podrá ser modificado por el Poder Ejecutivo del Estado. 

El proyecto contemplará las partidas presupuestales necesarias para el cumplimiento del objeto de la Comisión.

En el caso de que el Congreso considere procedente modificar el proyecto de egresos de la Comisión, la comisión legislativa que haya de dictaminarlo, comunicará a la Comisión las razones de la modificación que se proponga y escuchará a su titular antes de emitir el dictamen definitivo. 

La Comisión ejercerá libremente su presupuesto, con observancia de las disposiciones legales aplicables en la materia. 

ARTÍCULO 17. La Comisión informará al Congreso sobre el ejercicio presupuestal correspondiente a cada año.

TÍTULO SEGUNDO

LA COMPETENCIA, INTEGRACIÓN Y ORGANIZACIÓN 

DE LA COMISIÓN

CAPÍTULO PRIMERO

EL OBJETO, COMPETENCIA Y ATRIBUCIONES

DE LA COMISIÓN

ARTÍCULO 18. La Comisión tiene por objeto:

I. Estudiar, promover, divulgar y proteger, con base en los principios que rigen su actuación, los Derechos Humanos de todas las personas que se encuentren en el territorio del Estado;

II. Contribuir al fortalecimiento de las convicciones humanistas, sociales y democráticas del estado constitucional de derecho; y,

III. Coadyuvar al establecimiento de las garantías necesarias para asegurar que los Derechos Humanos de las personas que se encuentren en el territorio del Estado de Coahuila, sean reales, equitativos  y efectivos.

ARTÍCULO 19. La Comisión tiene competencia en todo el territorio del Estado, y conocerá de oficio o a petición de parte, de las quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor público; sin embargo, no será competente tratándose de actos y resoluciones de organismos y autoridades electorales, resoluciones de carácter jurisdiccional y resoluciones de carácter laboral, pero sí lo será en lo referente a actos u omisiones de carácter administrativo de las autoridades ante quienes se tramitan dichos asuntos.

La Comisión, previa celebración de convenios de colaboración con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, actuará como receptora de quejas que resulten de la competencia de dicho organismo, pudiendo, en todo caso, realizar las investigaciones que en derecho procedan, e inclusive, decretar las medidas cautelares tendientes a evitar la consumación irreparable de las violaciones denunciadas o reclamadas, o la producción de daños de difícil reparación a los afectados.  Una vez desahogadas las diligencias correspondientes, la queja será turnada a la Entidad Nacional.

ARTÍCULO 20. Para el cumplimiento de su objeto, la Comisión tiene las atribuciones siguientes:

I. Estudiar, analizar, investigar y determinar la existencia, en los términos previstos por esta ley, de presuntas violaciones de Derechos Humanos, por actos u omisiones de autoridades administrativas de carácter estatal y municipal;

II. Recibir, atender, tramitar y resolver, en los términos previstos por esta ley y su reglamento, las quejas que se presenten con motivo de presuntas violaciones a los Derechos Humanos que pudieran ser imputables a las autoridades y servidores públicos a que se refiere la presente ley;

III. Substanciar los procedimientos que correspondan, en los términos previstos por esta ley y demás disposiciones aplicables;

IV. Formular recomendaciones públicas particulares, derivadas de los procedimientos iniciados de oficio o a petición de parte, mismas que no serán vinculatorias;

V. Formular recomendaciones públicas generales, derivadas de las investigaciones, estudios, análisis, revisiones, o cualquier otra actividad que, en el desempeño de las funciones de la Comisión, revelaren violaciones a los Derechos Humanos;

VI. Formular denuncias y quejas ante las autoridades correspondientes para la atención de las violaciones a los Derechos Humanos. Cuando la Comisión conozca de actos presumiblemente constitutivos de delito, dará  vista al Ministerio Público para que éste actúe en términos de Ley;

VII. Procurar la conciliación entre los quejosos y las autoridades señaladas como responsables, así como la inmediata solución de un conflicto planteado, cuando la naturaleza del caso lo permita;

VIII. Expedir su reglamento interior, por conducto del Consejo, así como los acuerdos, circulares y demás ordenamientos que resulten necesarios para el funcionamiento de la Comisión;

IX. Supervisar el respeto a los Derechos Humanos en el sistema penitenciario, carcelario y de readaptación social, así como en los centros de internamiento médico, psiquiátrico y cualquier otro que la autoridad destine para la reclusión de personas  en el Estado;

a. Para este efecto, las autoridades de los centros deberán permitir y facilitar a los  Visitadores la introducción a dichos centros, de cualquier aparato de grabación y/o reproducción de audio y/o video, así como de cámaras fotográficas o de cualquier otro aparato, por medio de los cuales se puedan obtener evidencias de las condiciones en que se encuentran las personas internadas y las instalaciones.

b. En todo caso, las cintas de video y/o audio y demás materiales obtenidos, deberán ser manejados con absoluta confidencialidad por el personal de la Comisión. 

c. De igual forma, dichas autoridades deberán permitir y facilitar a los visitadores el acceso a todo tipo de expedientes, aún a los clínicos o jurídicos, incluyendo aquéllos que tengan carácter de reservado y, en general, a cualquier documento que sea relevante para la protección de los Derechos Humanos y necesario para conocer la situación real sobre el respeto de los mismos, al interior de los centros, de conformidad con la legislación de la materia.

d. En los casos a que se refieren los párrafos que anteceden, los visitadores, al utilizar los aparatos respectivos, se conducirán con respeto a las normas de seguridad y de orden del centro.

e. Si derivado de estas visitas se tiene conocimiento de que a algún interno que se encuentre recluido en uno de estos centros, le han sido violados los Derechos Humanos, el visitador podrá solicitar la intervención de la dependencia estatal o municipal correspondiente, con la finalidad de que cesen dichas violaciones.

X. Formular programas y proponer acciones, en coordinación con instituciones públicas o privadas, que impulsen el cumplimiento, dentro del régimen interior del Estado, de los tratados, convenciones y acuerdos internacionales signados y ratificados por México en materia de Derechos Humanos;

XI. Supervisar el cumplimiento por parte de las autoridades, respecto a las acciones de vigilancia a los prestadores de servicios públicos o usufructuarios de bienes del dominio público mediante concesión, permiso, licencia o autorización del Estado o Municipio;

XII. Impulsar la observancia de los Derechos Humanos en el Estado, así como proteger y velar por el respeto a la dignidad humana para evitar toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, discapacidad, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales diversas, el estado civil o cualquier otra que atente contra los Derechos Humanos, que tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas; 

XIII. Diseñar, elaborar e implementar, en el ámbito de su competencia,  los programas que resulten necesarios para la prevención de violaciones a los Derechos Humanos, así como aquéllos que privilegien el estudio, promoción y difusión de los que correspondan a grupos vulnerables y a la sociedad en general. Estos programas deberán definir objetivos, estrategias, acciones y metas;

XIV. Promover ante las dependencias y entidades públicas la ejecución de acciones tendientes a garantizar el ejercicio real, efectivo y equitativo de los Derechos Humanos;

XV. Hacer sugerencias a las dependencias y entidades de la administración pública estatal y/o municipal, para impulsar y operar, en sus respectivas jurisdicciones, una cultura de respeto a los Derechos Humanos;

XVI. Proponer ante las instancias que correspondan, la actualización y el fortalecimiento de los ordenamientos y mecanismos jurídicos locales, a fin de que sean acordes y congruentes con los instrumentos internacionales y nacionales en materia de Derechos Humanos;

XVII. Sugerir a las diversas autoridades del Estado que, en los ámbitos de su competencia, promuevan las adecuaciones y modificaciones a las prácticas administrativas que, a juicio de la Comisión, redunden en una mejor protección de los Derechos Humanos;

XVIII. Impulsar a los organismos de la sociedad civil para que incluyan dentro de sus objetivos, la promoción y difusión de los Derechos Humanos, así como estimular su  participación activa;

XIX. Establecer los mecanismos de vinculación que estime necesarios con organizaciones u organismos promotores de los Derechos Humanos internacionales, nacionales y/o locales;

XX. Emitir las opiniones que le sean solicitadas por instituciones públicas o privadas en la materia de su competencia;

XXI. Asegurar la adecuada instrumentación de acciones en favor del respeto a la dignidad humana, a través del establecimiento de estrategias de difusión, investigación y análisis de información, a fin de facilitar la reorientación del diseño de acciones en beneficio de los coahuilenses;

XXII. Promover y velar porque todas las personas disfruten de todos los derechos que les están reconocidos en los ordenamientos e instrumentos jurídicos internacionales, nacionales y/o locales; 

XXIII. Coordinar la organización y capacitación de voluntarios para la difusión y promoción de los Derechos Humanos;

XXIV. Promover ante la instancia judicial correspondiente, controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad en los términos que lo dispone la Constitución; 

XXV. Promover ante las autoridades competentes que, dentro de los programas de estudio, en todos los niveles y modalidades de la educación, así como en los materiales educativos y sus contenidos, se fomente el respeto a los Derechos Humanos;

XXVI. Proponer ante las instituciones de educación superior, públicas o privadas, la adopción curricular de materias relacionadas con los Derechos Humanos;

XXVII. Impulsar en los medios de comunicación una cultura de respeto y dignificación de las personas;

XXVIII. Solicitar asesoría y capacitación por parte de organizaciones internacionales, nacionales y/o locales en materia de Derechos Humanos;

XXIX. Promover y celebrar acuerdos de coordinación y convenios de concertación y colaboración con los representantes de los sectores público, privado y social, así como con instituciones educativas y de investigación, públicas o privadas, que se requieran para el cumplimiento de su objeto, de conformidad con las disposiciones aplicables;

XXX. Proporcionar, en el ámbito de su competencia, orientación jurídica a las personas que lo soliciten;

XXXI. Integrar los criterios generales para la resolución de los asuntos de su competencia, en los términos previstos en esta ley;

XXXII. Dar seguimiento, por conducto de su Presidente, Visitador General, Visitadores Regionales, Visitador Itinerante y de los Visitadores adjuntos, a las actuaciones y diligencias que se practiquen en las averiguaciones previas, procedimientos penales y administrativos que se integren o se instruyan con motivo de su Intervención en términos de la presente Ley. Esta facultad tiene por objeto lograr su resolución definitiva, sin que, en ningún caso, se entienda que se pretenda intervenir como parte en dichas diligencias.

XXXIII. Solicitar al Congreso su intervención, como órgano político, para conocer y valorar las causas y motivos por los cuales las autoridades o servidores públicos respectivos, hayan desestimado las recomendaciones emitidas por la Comisión, tratándose de aquellos casos en los que, por la gravedad del asunto, sea necesaria su intervención;

XXXIV. Promover iniciativas  ante el Congreso en materia de su competencia; y,

XXXV. Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones aplicables.

CAPÍTULO SEGUNDO 

LA ESTRUCTURA DE LA COMISIÓN
ARTÍCULO 21. La Comisión, para el cumplimiento de su objeto, contará con órganos directivos, consultivos, ejecutivos, administrativos, técnicos y operativos. 

ARTÍCULO 22. El órgano directivo de la Comisión es la Presidencia.

ARTÍCULO 23. Los órganos consultivos de la Comisión serán:

I. El Consejo

II. Las Comisiones del Consejo

ARTÍCULO 24. Los órganos ejecutivos de la Comisión serán:

I. La Visitaduría General

II. Las Visitadurías Regionales

III. Las Visitadurías Itinerantes

ARTÍCULO 25. Los órganos administrativos, técnicos y operativos de la Comisión serán:

I. La Dirección General de la Comisión

II. La Secretaría Técnica

III. Las unidades administrativas que señale esta ley y su reglamento.

ARTÍCULO 26. La Comisión contará, además, con una Contraloría Interior y de Fiscalización, que tendrá a su cargo:

1. La vigilancia, control y fiscalización de los ingresos, gastos, bienes y  recursos de la Comisión; y,

2. La vigilancia del correcto desempeño de las atribuciones a cargo del personal de la Comisión.

ARTÍCULO 27. El Presidente designará, previa aprobación del Consejo, a la persona que estará al frente de la Contraloría. 

ARTÍCULO 28.   El titular de la Contraloría tendrá las atribuciones siguientes:

I. Aplicar los lineamientos que correspondan para vigilar, controlar y fiscalizar el ejercicio del presupuesto de la Comisión;

II. Registrar los movimientos financieros de la Comisión, así como formular los balances y estados contables y financieros que correspondan;

III. Vigilar el estricto ejercicio de los recursos asignados a los órganos de la Comisión;

IV. Practicar, por sí o por conducto de despachos especializados, las  auditorias que estime convenientes, previo acuerdo del Consejo;

V. Ordenar en cualquier tiempo, visitas de auditoría y de verificación a los órganos de la Comisión, con el propósito de vigilar el correcto desempeño de las atribuciones a cargo del personal de la Comisión;

VI. Entregar a la Presidencia un informe trimestral de actividades que incluya los estados financieros y contables que correspondan y, en cualquier tiempo, aquéllos relativos a las auditorías y verificaciones practicadas;

VII. Informar a la Presidencia las irregularidades de que tenga conocimiento en el ejercicio de sus funciones;

VIII. Efectuar comprobaciones y conciliaciones de la contabilidad y los estados financieros de la Comisión;

IX. Realizar todo tipo de revisiones e inspecciones a los órganos de la Comisión;

X. Vigilar el cumplimiento de los convenios, acuerdos y contratos que celebre la Comisión;

XI. Intervenir, para efectos de verificación y control, en los contratos que emanen de la celebración de convocatorias y licitaciones;

XII. Vigilar el cumplimiento de los contratos a que se refiere la fracción anterior;

XIII. Intervenir, para efectos de verificación y control, en los actos de entrega y recepción de los activos que conforman el patrimonio de la Comisión;

XIV. Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo o de la Presidencia que se refieran a los asuntos de su competencia; y,

XV. Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 29. Cada uno de los órganos de la Comisión contará, para el desempeño de las atribuciones a su cargo, con el apoyo de funcionarios que integrarán el Servicio Profesional de la Comisión.

El Servicio Profesional de la Comisión es la base del funcionamiento y operación de la misma.

SECCIÓN PRIMERA

LOS ÓRGANOS DIRECTIVOS

DE LA COMISIÓN

APARTADO PRIMERO

LA PRESIDENCIA DE LA COMISIÓN

ARTÍCULO 30. Al frente de la Comisión y del Consejo habrá un Presidente que será designado por el Congreso en los términos previstos en esta ley. 

ARTÍCULO 31. Para ser designado Presidente de la Comisión se deberán satisfacer los siguientes requisitos:

I. Ser mexicano y coahuilense en pleno ejercicio de sus derechos ciudadanos;

II. Tener treinta años de edad cumplidos al día de su designación;

III. Contar con buena reputación en la sociedad;

IV. No haber sido condenado por delito doloso que amerite pena de prisión de más de un año; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime la buena fama en concepto público, quedaría inhabilitado para el cargo cualquiera que haya sido la pena;

V. Contar con título profesional de Licenciado en Derecho y acreditar un ejercicio profesional de cuando menos cinco años;

VI. No desempeñar, ni  haber desempeñado, cargo de elección popular federal, estatal o municipal, durante el año anterior a su designación;

VII. No desempeñar ningún cargo o comisión como servidor público;

VIII. No desempeñar,  ni haber desempeñado, cargo de dirección nacional, estatal o municipal en algún partido político, nacional o estatal, durante el año anterior a su designación;

IX. No ser Secretario de Estado, ni Procurador General de Justicia del Estado, Subsecretario o Director en la Administración Pública Federal, Estatal o Municipal, a menos que se separe de su encargo con un año de anticipación al día de su nombramiento;

X. Haber cumplido en todos sus términos, con el procedimiento de designación previsto en esta ley; y,

XI. Haber residido en el Estado cuando menos los tres años anteriores a la fecha de la designación, salvo que se haya ausentado por razones de servicio en los gobiernos estatal, federal o municipal.

ARTÍCULO 32. El Presidente de la Comisión será designado por el Congreso, por mayoría simple de los legisladores presentes. Durará en su cargo un período de seis años y podrá ser ratificado exclusivamente para un segundo período. 

ARTÍCULO 33. Para la  designación del Presidente de la Comisión, el Gobernador del Estado remitirá al Congreso o a la Diputación Permanente, en su caso, una terna de candidatos a ocupar el cargo señalado, la cual deberá ser acompañada de la documentación necesaria para acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 31 de la presente ley.

ARTÍCULO 34. Quien haya sido designado como Presidente de la Comisión  rendirá la protesta de ley ante el Pleno del Congreso, o en sus recesos, ante la Diputación Permanente.

ARTÍCULO 35. Para determinar sobre la ratificación o no del Presidente y de los Consejeros de  la Comisión, cuando proceda, la Junta de Gobierno, veinte días naturales anteriores a la fecha en que concluya el período,  designará una comisión de diputados a efecto de que, con base en los informes que ante el Congreso hubiere presentado la Comisión, evalúe el ejercicio de su titular y de los Consejeros.

ARTÍCULO 36. Con base en la propuesta realizada por la comisión a que se refiere el artículo que antecede, el Presidente de la Comisión será ratificado en la fecha en que corresponda, si obtiene el voto de la mayoría los diputados presentes del Congreso.

Serán ratificados los Consejeros que obtengan los votos de la mayoría de los diputados presentes que integran al Congreso.

ARTÍCULO 37. El Presidente de la Comisión tendrá las atribuciones siguientes:

I. Presidir el Consejo de la Comisión;

II. Representar legalmente a la Comisión ante cualquier autoridad, organismo, institución pública o privada y particulares;

III. Fungir como apoderado de la Comisión, con poder general para pleitos, cobranzas y actos de administración, con todas las facultades, aún las que requieran cláusula especial conforme a la ley, pudiendo sustituir y delegar este mandato en uno o más apoderados;

Estará facultado, además, para desistirse de amparos, para intervenir en juicios de carácter laboral y formular querellas y acusaciones de carácter penal;

IV. Convocar y conducir las sesiones del Consejo;

V. Emitir las recomendaciones públicas y acuerdos que resulten de las investigaciones realizadas por los órganos ejecutores de la Comisión;

VI. Presentar a la opinión pública informes especiales en los que se expongan:

a. Los logros obtenidos en un período determinado de tiempo.

b. Una situación de particular gravedad que se presente.

c. Las dificultades que hayan surgido para el desarrollo de las funciones de la Comisión. 

d. El resultado de las investigaciones de carácter general.

e. Sobre alguna situación que revista especial trascendencia.

VII. Elaborar, por conducto de la Dirección General, el Programa Anual de Trabajo de la Comisión, a fin de someterlo a la aprobación del Consejo;

VIII. Determinar las directrices generales a que deberán sujetarse el diseño, la formulación e implementación de los programas de la Comisión, así como formular las propuestas generales conducentes al estudio, protección, promoción y difusión de los Derechos Humanos en el Estado;

IX. Determinar los lineamientos generales a los que se sujetará el funcionamiento de los órganos de la Comisión, estableciendo los objetivos a cargo de los mismos, así como cuidar de la unidad y cohesión de las actividades de los órganos de la Comisión;

X. Dirigir, administrar y coordinar el desarrollo de las actividades operativas, técnicas y administrativas de la Comisión y dictar los acuerdos tendientes a dicho fin;

XI. Establecer los sistemas de control necesarios para alcanzar los objetivos y metas propuestas por la Comisión;

Para tal efecto, por conducto de la Contraloría determinará los criterios de evaluación para medir la eficiencia y la eficacia del funcionamiento de la Comisión;

XII. Promover y supervisar los programas tendientes a fortalecer el  estudio y la enseñanza de los Derechos Humanos dentro del Sistema Educativo Estatal;

XIII. Promover la profesionalización del personal de la Comisión;

XIV. Poner a consideración del Consejo, los proyectos de recomendación cuando lo estime pertinente;

XV. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos adoptados por el propio Consejo;

XVI. Ejercer las partidas presupuestales aprobadas;

XVII. Verificar la integración y actualización del inventario de los bienes que integran el patrimonio de la Comisión;

XVIII. Emitir los acuerdos necesarios para el funcionamiento interior de la Presidencia;

XIX. Nombrar y remover, en los términos previstos por esta ley, su reglamento y demás disposiciones aplicables, al personal de la Comisión;

XX. Someter a la aprobación del Consejo la designación de quien habrá de fungir como titular de la Contraloría de la Comisión;

XXI. Dictar las medidas específicas que juzgue convenientes para el mejor desempeño de las funciones de la Comisión;

XXII. Nombrar, dirigir y coordinar al Director General, a los Visitadores, al Secretario Técnico y demás personal profesional, técnico y administrativo que sea necesario para el desempeño de las funciones de la Comisión;

XXIII. Formular un informe anual sobre las actividades de la Comisión, el cual deberá someter a la consideración del Consejo para su aprobación;

XXIV. Celebrar, en representación de la Comisión, toda clase de  acuerdos, convenios y contratos con dependencias y entidades gubernamentales, con organizaciones y organismos públicos, sociales o privados, instituciones académicas y asociaciones culturales, para el mejor cumplimiento del objeto de la Comisión;

XXV. Elaborar el proyecto de presupuesto de egresos de la Comisión y remitirlo al Ejecutivo del Estado para los efectos previstos en esta ley; 

XXVI. Rendir la cuenta trimestral a que se refiere la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda;

XXVII. Formular un informe sobre el ejercicio presupuestal anual, y someterlo a la consideración del Congreso del Estado;

XXVIII. Promover y fortalecer las relaciones de la Comisión, con dependencias, organismos e instituciones públicas, sociales o privadas, de carácter local, regional, nacional e internacional;

XXIX. Aprobar las directrices generales a que se sujetará la práctica de auditorías; y,

XXX. Las demás que le señalen la presente ley, el reglamento u otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 38. Las ausencias temporales del Presidente serán suplidas, de manera interina, por el Visitador General. Sólo podrán durar hasta por 30 días naturales. Cuando sean por más tiempo, las ausencias se considerarán como definitivas y se deberá proceder a la sustitución del Presidente, con observancia de lo dispuesto en esta ley.  

ARTÍCULO 39. El Presidente de la Comisión podrá ser destituido y, en su caso, sujeto a responsabilidades, sólo por las causas y mediante los procedimientos que establece el Título Séptimo de la Constitución Política del Estado.

ARTÍCULO 40. El Presidente de la Comisión convocará a los medios de difusión, por lo menos dos veces al año, para dar a conocer las recomendaciones emitidas, los acuerdos de no responsabilidad y las demás acciones derivadas de sus funciones que estime pertinentes.

ARTÍCULO 41. El Presidente de la Comisión presentará anualmente al Pleno del Congreso o ante la Comisión Permanente, un informe sobre las actividades que haya realizado en el período respectivo y, además, lo entregará por escrito a los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial.  Dicho informe será difundido en la forma más amplia para conocimiento de la sociedad.

ARTÍCULO 42. Los informes anuales del Presidente de la Comisión deberán comprender una descripción resumida del número y características de las quejas que se hayan presentado, los efectos del trabajo de conciliación, las investigaciones realizadas, las recomendaciones y los acuerdos de no responsabilidad que se hubiesen formulado, los resultados obtenidos, así como las estadísticas, los programas desarrollados y demás datos que se consideren convenientes.

ARTÍCULO 43. Tanto el Congreso como los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial, podrán formular comentarios y observaciones a los informes de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, pero no estarán facultados para dirigirle instrucciones específicas.

Los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado pueden adoptar las medidas necesarias o iniciar las investigaciones conducentes que correspondan, a fin de lograr una efectiva protección de los Derechos Humanos en el Estado, derivado de las observaciones o recomendaciones emitidas por la Comisión.

SECCION SEGUNDA

LOS ÓRGANOS CONSULTIVOS DE LA COMISIÓN

APARTADO PRIMERO

EL CONSEJO

ARTÍCULO 44. El Consejo se integrará por seis Consejeros propietarios y el Presidente de la Comisión.

El Presidente de la Comisión lo será también del Consejo.

El titular de la Secretaría Técnica de la Comisión, lo será también del Consejo. Participará en las sesiones que éste celebre con voz, pero sin voto.

ARTÍCULO 45. Para ser Consejero de la Comisión, propietario o suplente, se deberán  reunir los siguientes requisitos:

I. Ser mexicano y coahuilense en pleno ejercicio de sus derechos ciudadanos;

II. Contar con buena reputación;

III. Contar con título profesional equivalente a licenciatura en cualquiera de las ciencias, tener conocimientos y acreditarlos en materia de Derechos Humanos;

IV. No desempeñar, ni haber desempeñado, cargo de elección popular federal, estatal o municipal, durante el año anterior a su designación;

V. No desempeñar, ni haber desempeñado, cargo de dirección nacional, estatal o municipal en algún partido político, nacional o estatal, durante el año anterior a su designación;

VI. No haber sido condenado por delito doloso que amerite pena de prisión de más de un año; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime la buena fama en concepto público, que inhabilite para el cargo, cualquiera que haya sido la pena; y,

VII. No ser Secretario de Estado, ni Procurador General de Justicia del Estado, Subsecretario o Director en la Administración Pública Federal, Estatal o Municipal, a menos que se separe de su encargo con un año de anticipación al día de su nombramiento.   

ARTICULO 46. Los Consejeros de la Comisión, propietarios y suplentes, serán designados por el Pleno del Congreso. Durarán en su cargo seis años y podrán ser ratificados exclusivamente para un segundo período.

ARTÍCULO 47. La designación de los consejeros de la Comisión, se hará por el Congreso del Estado. Para este efecto, el Ejecutivo Estatal le enviará una propuesta que deberá estar conformada con un mínimo de doce candidatos, de entre los cuales se designará, en primer lugar, a seis consejeros que tendrán el carácter de titulares.

Con base en la misma propuesta, el Congreso designará a seis consejeros que tendrán el carácter de suplentes, para cubrir las ausencias definitivas de los consejeros titulares.

Al hacer su designación, el Congreso determinará el orden en que los consejeros suplentes deberán ser llamados, para cubrir las vacantes que se originen por la ausencia definitiva de los titulares.

ARTÍCULO 48. Quienes hayan sido designados como Consejeros, propietarios y suplentes, rendirán protesta de ley ante el Pleno del Congreso, o en sus recesos, ante la Diputación Permanente.

ARTÍCULO 49. Los Consejeros propietarios recibirán un estipendio pecuniario por el cumplimiento de las comisiones que se les asignen. 

ARTÍCULO 50. El Consejo tiene las siguientes atribuciones:

a. Establecer los lineamientos generales para el funcionamiento de la Comisión;

b. Aprobar y expedir el reglamento interior de la Comisión, así como todas aquellas otras disposiciones que sean necesarias para su funcionamiento;

Cuando se requiera de la interpretación de cualquier disposición del reglamento interior o de aspectos que éste no prevea, el Presidente de la Comisión  lo someterá a la consideración del Consejo para que dicte el acuerdo respectivo;

c. Conocer y aprobar, previamente a su publicación, el informe que deberá formular anualmente el Presidente, para dar a conocer las actividades de la Comisión;

d. Conocer de las propuestas de recomendación que someta a su consideración el Presidente;

e. Pedir información adicional sobre los asuntos que se encuentren en trámite o hayan sido resueltos por la Comisión;

f. Conocer el informe del Presidente de la Comisión, respecto al ejercicio presupuestal anual;

g. Aprobar el establecimiento y operación de las Visitadurías de la Comisión;

h. Aprobar la designación del Contralor, a propuesta del Presidente;

i. Acordar el funcionamiento e integración de las comisiones del Consejo;

j. Aprobar el Estatuto del Servicio Profesional de Carrera y el Código de Ética de la Comisión. 

El Estatuto del Servicio Profesional de la Comisión determinará las bases a que se sujetará el sistema para garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso a la función relativo al estudio, promoción, difusión y protección de los Derechos Humanos, y la estabilidad en el empleo, con base en el mérito y con el fin de impulsar dicha función en beneficio de la sociedad coahuilense.

El Código de Ética de la Comisión establecerá los principios que ayuden al discernimiento de las decisiones prácticas de los funcionarios del organismo público autónomo, atendiendo de modo eminente a la dignidad de la persona para actuar en el mejor interés del respeto de sus Derechos Humanos en la resolución de los conflictos planteados ante la Comisión; y,

k. Las demás que le confiera esta ley, el reglamento de la misma y demás disposiciones aplicables.

ARTICULO 51. El Consejo celebrará sesiones ordinarias por lo menos tres veces al año, sin perjuicio de celebrar, en cualquier tiempo, las sesiones extraordinarias que sean necesarias para la eficaz marcha de la Comisión.

El Presidente, por conducto de la Secretaría Técnica, convocará a las sesiones correspondientes, cuando menos con 72 horas de anticipación a su celebración. 
ARTÍCULO 52. Las sesiones del Consejo se sujetarán a lo siguiente:

I. Serán válidas cuando se integren con la mitad más uno del total de los Consejeros propietarios y el Presidente de la Comisión o quien legalmente deba suplirlo;

II. El Secretario Técnico, al inicio de cada sesión, leerá el acta de la reunión anterior para su aprobación. La misma deberá ser autorizada con las firmas del Presidente, o de quien legalmente deba suplirlo, de los Consejeros propietarios asistentes y del propio Secretario Técnico;

III. Se dará curso a los asuntos listados en el orden del día, una vez aprobado;

IV. El Presidente o quien legalmente deba suplirlo, presidirá la sesión, dirigirá los debates, declarará cerrada la discusión cuando así lo estime y, finalmente, someterá a votación los asuntos correspondientes;

V. Las votaciones del Consejo se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes. En caso de empate, el Presidente, o quien legalmente deba suplirlo, tendrá voto de calidad;

VI. De toda sesión se levantará el acta respectiva, a través del Secretario Técnico. Las actas deberán contener una síntesis del asunto tratado y el punto acordado. Las actas se resguardarán en el archivo de la Comisión, por conducto de la Secretaría Técnica; y,

VII. Podrán concurrir, con voz pero sin voto, el Visitador General y el Director General de la Comisión. 

ARTICULO 53. La falta de asistencia de un Consejero propietario a tres sesiones consecutivas agendadas y notificadas, sin causa justificada, se considerará como ausencia definitiva. Para cubrir la vacante, se deberá llamar a uno de los Consejeros suplentes, conforme al orden establecido por el Congreso al hacerse su designación. 

ARTICULO 54. En caso de ausencia definitiva o temporal, sin causa justificada, de algún Consejero propietario, el Presidente llamará al Consejero suplente que corresponda, según el orden de prelación en que fueron designados por el Congreso, para que desempeñe la función en forma definitiva, según corresponda.

Si se encuentra agotada la lista de suplentes, el Consejo solicitará al Congreso designe al nuevo Consejero y señale una nueva lista de suplentes. 

ARTICULO 55. Las ausencias temporales del Presidente en el Consejo las suplirá el Visitador General.
ARTICULO 56. Los Consejeros tendrán las siguientes atribuciones:
a. Velar, en el régimen interior del Estado, por el respeto de los Derechos Humanos;

b. Promover y participar en los programas que lleve a cabo la Comisión;
c. Orientar a los ciudadanos en el ejercicio de sus Derechos Humanos; 
d. Desempeñar las tareas que el Consejo de la Comisión les encomiende;
e. Integrar las comisiones del Consejo; y,
f. Las demás que esta ley, el reglamento y otras disposiciones aplicables les confieran. 
ARTICULO 57. La función de los Consejeros se sujetará a los principios de legalidad, profesionalismo, imparcialidad, objetividad, probidad y honestidad. 

ARTÍCULO 58. Los Consejeros no podrán utilizar en beneficio propio o de terceros, la información reservada o confidencial de que dispongan en razón de su cargo. 

APARTADO SEGUNDO

LAS COMISIONES DEL CONSEJO

ARTÍCULO 59. Los Consejeros integrarán las comisiones que se acuerden por los mismos para el análisis, estudio y opinión de los asuntos que se les encomienden. Por tanto, las comisiones del Consejo tendrán por objeto resolver sobre las consultas que se les formulen, así como emitir las opiniones que se les soliciten por el propio Consejo o el Presidente de la Comisión.

ARTÍCULO 60. Las comisiones tendrán la integración, organización, competencia y atribuciones que se establezcan en el reglamento interior de la Comisión o en otras disposiciones generales aplicables.

En todo caso, las comisiones se integrarán por lo menos con dos consejeros, el Director General o el Secretario Técnico, según lo acuerde el Consejo.

El Consejo podrá delegar las funciones que estime convenientes a las comisiones, las cuales deberán constar en acuerdo.

ARTÍCULO 61. Las comisiones del Consejo podrán auxiliarse del personal administrativo, técnico y operativo que sea necesario, previo acuerdo del Consejo y con arreglo a la disponibilidad presupuestal de la Comisión. 

En todo caso, el personal que integre cada una de las comisiones deberá ser profesional y especializado en la materia u objeto de la comisión.

SECCIÓN TERCERA

LOS ÓRGANOS EJECUTIVOS

DE LA COMISIÓN

APARTADO PRIMERO

LA VISITADURIA GENERAL

ARTÍCULO 62. La Comisión contará con una Visitaduría General. Al frente de la misma habrá un Visitador General que estará bajo el mando directo del Presidente.

La Visitaduría General tiene por objeto:

I. Apoyar al Presidente en la  coordinación y supervisión jurídica de las Visitadurías Regionales e Itinerante. Para tal efecto, determinará, bajo su responsabilidad y con base en los Criterios Generales, las directrices jurídicas que habrán de observarse en los procedimientos tramitados en la Comisión. 

II. Atender, recibir, tramitar y realizar el proyecto de resolución de las quejas de que tenga conocimiento de conformidad a su jurisdicción.

La Visitaduría General tendrá su sede en la ciudad de Saltillo, Coahuila.

ARTÍCULO 63. Para ser designado Visitador General se deberán acreditar los requisitos siguientes:
I. Ser mexicano en pleno ejercicio de sus derechos ciudadanos;

II. Tener, cuando menos, treinta años de edad cumplidos al día de su nombramiento;

III. Contar con título de licenciado en Derecho expedido legalmente y acreditar un mínimo de cinco años de ejercicio profesional;

IV. Haber residido en el Estado cuando menos los tres años anteriores a la fecha de la designación; y,

V. No haber sido condenado por delito doloso que amerite pena de prisión de más de un año; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime la buena fama en concepto público, inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena.

ARTICULO 64. El Visitador General tiene a su cargo el ejercicio de las atribuciones siguientes:

I. Sustituir al Presidente en sus ausencias temporales, así como en el caso de ausencia definitiva, hasta en tanto se designe por el Congreso al nuevo titular en los términos previstos por esta ley;

II. Colaborar en la preparación de los asuntos en que deba intervenir el Presidente, como representante legal de la Comisión;

III. Apoyar directamente al Presidente en la coordinación y  supervisión jurídica de las Visitadurías Regionales encargadas del área de protección de los Derechos Humanos;

IV. Vigilar que en las Visitadurías Regionales se cumplan con las funciones generales que les encomienda esta ley y su reglamento;

V. Cuidar que se observen los criterios generales, la normatividad aplicable, los términos y plazos en los procedimientos que se sigan ante la Comisión;

VI. Supervisar la correcta integración de los expedientes y de las investigaciones por presuntas violaciones a los Derechos Humanos  que se presenten ante las Visitadurías Regionales;

VII. Revisar los proyectos de recomendación que elaboren los Visitadores Regionales, para someterlos a la opinión y, en su caso, aprobación del  Presidente;

VIII. Establecer los mecanismos de control de los procedimientos que se lleven en el Estado por la Comisión, así como vigilar su desarrollo hasta su conclusión;

IX. Elaborar las estadísticas que le encomiende el Presidente, así como supervisar aquellas que, de los procedimientos, correspondan a las Visitadurías Regionales, vigilando su actualización,

X. Practicar, en cualquier tiempo, inspecciones a las Visitadurías Regionales e Itinerante y, en su caso, comunicar al Presidente las anomalías de que tenga conocimiento; y,

XI. Las demás que le señale la presente ley, su reglamento y/o otras disposiciones aplicables.

APARTADO SEGUNDO

LAS VISITADURIAS REGIONALES E ITINERANTES

ARTÍCULO 65. La Comisión contará con las Visitadurías Regionales que de acuerdo al presupuesto de egresos de la misma, se determinen por el Consejo. 

Las Visitadurías Regionales tendrán la ordenación numérica, la circunscripción territorial y el asiento que determine el Consejo.

El acuerdo de creación de las Visitadurías o aquéllos por los que se determinen sus circunscripciones territoriales, se publicarán en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Las Visitadurías Itinerantes atenderán las necesidades de las diversas regiones del Estado, donde no exista una Visitaduría Regional. Su competencia y funcionamiento quedarán determinados en el reglamento interno de la Comisión.  

ARTÍCULO 66. Al frente de cada Visitaduría Regional habrá un Visitador Regional. Estos estarán bajo el mando directo del Presidente y, en la coordinación de las mismas, le auxiliará el Visitador General de la Comisión.

ARTÍCULO 67. Los Visitadores Regionales deberán efectuar las acciones y actividades necesarias para el estudio, promoción, difusión y protección de los Derechos Humanos en su circunscripción territorial, de acuerdo a las instrucciones, directrices y órdenes giradas por el Presidente, atendiendo a los lineamientos generales de actuación que determine el Consejo.  

Los Visitadores Regionales, para el cumplimiento de sus funciones, tendrán bajo su cargo, a los Visitadores adjuntos y a los asesores jurídicos que autorice el presupuesto de egresos correspondiente.

ARTÍCULO 68. Para ser designado Visitador Regional de la Comisión, se deberán reunir los mismos requisitos que se exigen para ser Visitador General.

ARTÍCULO 69. Los Visitadores Regionales tendrán las siguientes atribuciones:

I. Recibir, admitir o rechazar a nombre de la Comisión, las quejas presentadas por los afectados, sus representantes o los denunciantes;

II. Iniciar, a petición de parte, la investigación de las quejas que les sean presentadas, con motivo de presuntas violaciones a los Derechos Humanos, e informar sobre ellas al Presidente;

III. Iniciar de oficio, previo acuerdo del Presidente, el trámite de investigación cuando un acto de autoridad o de servidores públicos, estatales o municipales, se presuma como violación grave de los Derechos Humanos y se haga del conocimiento público por cualquier medio de información o comunicación;

IV. Ejecutar las acciones necesarias para dar, previo acuerdo del Presidente, atención inmediata a las quejas de que tenga conocimiento por violaciones de los Derechos Humanos, mediante la conciliación;

V. Formular proyectos de las recomendaciones, o en su caso, los de no responsabilidad, apegados a los resultados de las investigaciones y estudios realizados sobre las denuncias o quejas presentadas, mismos que deberán someterse a la consideración del Visitador General y, a la aprobación del Presidente de la Comisión;

VI. Proporcionar orientación jurídica a las personas que soliciten la intervención de la Comisión;

VII. Canalizar a instituciones competentes los asuntos que no constituyan una violación a los Derechos Humanos;

VIII. Colaborar en la planeación, elaboración y ejecución de los programas preventivos en materia de Derechos Humanos, participando en su estudio, divulgación y promoción;

IX. Realizar las acciones que le sean encomendadas, a efecto de supervisar el respeto a los Derechos Humanos en el sistema penitenciario, carcelario y de readaptación social, así como en los centros de internamiento médico, psiquiátrico y cualquier otro que la autoridad destine para la reclusión de personas  en el Estado; y,

X. Las demás que les señale la presente ley, el reglamento u otros ordenamientos aplicables.

ARTÍCULO 70. El Presidente y los Visitadores de la Comisión no podrán ser enjuiciados o reconvenidos, en ningún tiempo ni por ninguna autoridad, con motivo de las opiniones o recomendaciones que emitan en el ejercicio de su función pública.

Los servidores públicos que laboren en la Comisión  no estarán obligados a rendir testimonio cuando dicha prueba haya sido ofrecida en procesos civiles, penales, administrativos o cualquier otro y el testimonio se encuentre relacionado con su intervención en el tratamiento de los asuntos radicados en la propia Comisión.

En aquellos casos en los que se reciba un citatorio para comparecer ante alguna autoridad administrativa, judicial o ministerial, el visitador correspondiente comisionará al personal citado para que comparezca y haga del conocimiento de la autoridad esta limitación legal y, en su caso, previo acuerdo del presidente de la Comisión, enviará un informe por escrito sobre la actuación de la Comisión en el asunto de que se trate.

ARTÍCULO 71. En sus actuaciones, el visitador general y los visitadores regionales tienen fe pública, para certificar la veracidad de los hechos con relación a las quejas o inconformidades presentadas ante la Comisión.

ARTÍCULO 72. El Presidente, los Consejeros y los Visitadores tendrán obligación de excusarse del conocimiento de aquellos asuntos en los que su relación  con el quejoso, la autoridad o la dependencia involucrados, afecte la imparcialidad de su intervención. 

SECCIÓN CUARTA

LOS ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS, TECNICOS Y OPERATIVOS

DE LA COMISIÓN

APARTADO PRIMERO

LA DIRECCIÓN GENERAL

ARTÍCULO 73. La Comisión cuenta con una Dirección General, al frente de la cual habrá un Director General que estará bajo el mando directo del Presidente. Tendrá a su cargo dirigir y evaluar en general el funcionamiento de la Comisión, de conformidad con las directrices, políticas y lineamientos que determine el Consejo y, en su caso, el Presidente. Además, auxiliará a la Presidencia en el ejercicio de las atribuciones que esta ley le otorga  para el estudio, promoción y difusión de los Derechos Humanos.

ARTÍCULO 74. Son atribuciones del Director General:

1. Asistir y participar con voz, pero sin voto, en las sesiones del Consejo;

2. Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo;

3. Implementar y ejecutar, previo acuerdo del Presidente, las acciones necesarias para la atención de aquellos asuntos de la Comisión que, por su naturaleza o urgencia, así lo requieran.

En este caso, deberá dar aviso inmediato al Presidente sobre el resultado de dichas acciones;

4. Coordinar el funcionamiento técnico de los órganos de la Comisión y supervisar el adecuado desarrollo de sus actividades, sin perjuicio de la vigilancia que corresponda realizar a la Contraloría;

5. Dirigir y supervisar, en coordinación con la Secretaría Técnica, las actividades del Programa Anual de Trabajo de la Comisión, así como el informe anual de actividades y los demás informes especiales que determine el Presidente;

6. Contribuir en la formulación, aplicación y evaluación de los programas, políticas, prácticas y actividades destinadas a promover y proteger los Derechos Humanos;

7. Auxiliar al Presidente en sus relaciones con otros organismos protectores de Derechos Humanos nacionales e internacionales, instituciones gubernamentales y organismos de la sociedad civil;

8. Elaborar los proyectos de reglamentos, acuerdos y demás disposiciones generales o particulares que haya de presentar el Presidente a la aprobación del Consejo;

9. Representar al Presidente ante grupos interinstitucionales que ejecuten programas y acciones vinculados con los Derechos Humanos;

10. Diseñar y desarrollar proyectos y estudios para prever la instrumentación de programas y mecanismos para el mejor logro de los objetivos de la Comisión;

11. Diseñar, implementar y llevar a cabo programas de reclutamiento, selección, formación y desarrollo del personal profesional de la Comisión, así como, coordinar el Servicio Profesional, en los términos previstos en la presente ley y el estatuto;

12. Aplicar las políticas, normas y procedimientos para la administración de los recursos humanos, financieros y materiales de la Comisión;

13. Fijar, previo acuerdo del Presidente, las directrices que le permitan a cada órgano de la Comisión, el cumplimiento de las funciones y atribuciones que les están conferidas de conformidad con lo establecido en esta ley, su reglamento y demás disposiciones aplicables;

14. Elaborar, de conformidad con las disposiciones aplicables, el proyecto del presupuesto anual de egresos de la Comisión, a fin de que el Presidente, lo presente al titular del Ejecutivo del Estado, para que éste lo someta a la consideración y, en su caso, aprobación del Congreso, en los términos previstos en esta ley y demás ordenamientos que correspondan; y,

15. Las demás que le confiera esta ley, el reglamento u otras disposiciones aplicables.
ARTÍCULO 75. Para ser Director General se requiere lo siguiente:

I. Ser mexicano en pleno ejercicio de sus derechos ciudadanos;

II. Tener, cuando menos, treinta años de edad cumplidos al día de su nombramiento;

III. Contar con título de licenciatura y un mínimo de cinco años de ejercicio profesional;

IV. Haber residido en el Estado cuando menos los tres años anteriores a la fecha de la designación; y 

V. No haber sido condenado por delito doloso que amerite pena de prisión de más de un año; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime la buena fama en concepto público, inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena.

APARTADO SEGUNDO

LA SECRETARÍA TÉCNICA DE 

LA COMISIÓN

ARTÍCULO 76. La Comisión cuenta con una Secretaría Técnica, frente a la cual habrá un Secretario Técnico que estará bajo el mando directo del Presidente.
ARTÍCULO 77. El Secretario Técnico tiene las siguientes atribuciones:

I. Auxiliar al Presidente en la preparación y desarrollo de las sesiones que lleve a cabo el Consejo;

II. Asistir a las sesiones que celebre el Consejo y participar en ellas con voz pero sin voto;

III. Levantar el acta de cada una de las sesiones que celebre el Consejo y suscribirla conjuntamente con el Presidente y los Consejeros que hayan asistido a las mismas;

IV. Llevar el registro de las actas y proceder a su publicación en los medios electrónicos que correspondan;

V. Llevar el archivo de la Comisión y organizar la biblioteca con ejemplares de libros, documentos o folletos relacionados con los Derechos Humanos;

VI. Recopilar la documentación necesaria para la elaboración de los informes anuales y especiales que deba rendir el Presidente;

VII. Remitir a los Consejeros, con la anticipación que corresponda, las convocatorias, órdenes del día y el material indispensable para la realización de las sesiones;

VIII. Supervisar la formulación y ejecución de los programas de capacitación, difusión, sensibilización y enseñanza que en materia de Derechos Humanos se hubieren aprobado;

IX. Coordinar las publicaciones realizadas por la Comisión a través de las cuales se difunda lo relativo a la naturaleza, prevención y protección de los Derechos Humanos en el Estado;

X. Organizar el material y supervisar la elaboración de la gaceta de la Comisión;

XI. Promover y fortalecer, en coordinación con el Director General, las relaciones con las organizaciones no gubernamentales pro-Derechos Humanos locales, nacionales e internacionales; y,

XII. Las demás que le confiera esta ley, su reglamento u otras disposiciones aplicables.

ARTICULO 78. Para su designación, el Secretario Técnico deberá reunir los siguientes requisitos: 

I. Ser mexicano en pleno ejercicio de sus derechos ciudadanos;

II. Tener,  cuando menos, treinta años de edad cumplidos al día de su nombramiento;

III. Contar con título de licenciatura y acreditar un mínimo de cinco años de ejercicio profesional;

IV. Haber residido en el Estado cuando menos un año anterior a la fecha de la designación, a fin de que tenga un mínimo conocimiento de la problemática de la entidad.

V. No haber sido condenado por delito doloso que amerite pena de prisión de más de un año; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime la buena fama en concepto público, inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena.

ARTICULO 79.  El ejercicio de las funciones del Presidente de la Comisión,  de los Visitadores, del Director General, del Secretario Técnico y del titular de la Contraloría, son incompatibles con el desempeño de cualquier otro cargo, empleo o comisión de la federación, del Estado, los municipios o de organismos políticos, sociales o privados, así como con el ejercicio libre de su profesión, exceptuando las actividades académicas y honoríficas. 

ARTÍCULO 80. El personal ejecutivo, administrativo, técnico y operativo que preste sus servicios a la Comisión, estará sujeto a las disposiciones del Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio del Gobierno del Estado y Municipios. Dicho personal integrará el Servicio Profesional de la Comisión.

ARTÍCULO 81. Todos los servidores públicos y personal administrativo que integren la planta laboral de la Comisión, serán considerados trabajadores de confianza debido a la naturaleza de la función que éstos desempeñan.

APARTADO TERCERO

LAS UNIDADES ADMINISTRATIVAS 

DE LA COMISION
ARTÍCULO 82. La Comisión contará con las unidades administrativas que sean necesarias para su funcionamiento y que autorice el presupuesto de egresos correspondiente. 

Las unidades administrativas ejercerán las funciones que determinen el reglamento respectivo u otras disposiciones aplicables.

TÍTULO TERCERO

SERVICIOS QUE PRESTA LA COMISION

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 83. En la Comisión se prestarán los siguientes servicios:

I. De protección no jurisdiccional de los Derechos Humanos;

II. De orientación jurídica; y,

III. De gestoría.

ARTICULO 84.  Toda persona puede acceder a los servicios que presta la Comisión, sin necesidad de formalidad alguna.

El acceso informal o esencial a los servicios que presta la Comisión tiene por objeto impedir que formalidades innecesarias obstaculicen el ejercicio de los derechos de las personas.

ARTÍCULO 85. Los servicios que presta la Comisión son gratuitos.

ARTÍCULO 86. Las personas podrán acceder a los servicios que presta la Comisión sin necesidad de expresar o comprobar derechos subjetivos, interés jurídico o legítimo o las razones que motiven su solicitud, salvo el caso en el que se presente una queja contra actos u omisiones de cualquier autoridad o servidor público en que sea probable la violación a estas prerrogativas esenciales, en cuyo caso, la Comisión y sus órganos se regirán por lo que dispone la presente ley y su reglamento.

CAPÍTULO SEGUNDO

LA PROTECCION NO JURISDICCIONAL

DE LOS DERECHOS HUMANOS
SECCIÓN PRIMERA

EL PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 87. Los procedimientos que se sigan ante la Comisión deben ser breves y sencillos. Están sujetos únicamente a las formalidades esenciales que requiera la documentación de los expedientes respectivos.  

ARTÍCULO 88. Los procedimientos se substanciarán de acuerdo con los principios de inmediatez, concentración y rapidez. Corresponderá a los Visitadores, en sus respectivas circunscripciones, llevar a cabo dichos procedimientos de manera imparcial, profesional y responsable, procurando, en la medida de lo posible, el contacto directo con los quejosos y las autoridades, para evitar la dilación de las comunicaciones escritas.

El personal de la Comisión utilizará de manera confidencial, la información o documentación relativa a los asuntos de su competencia.

Una vez concluido el procedimiento, será pública aquella información que no tenga el carácter de reservada o confidencial conforme a la ley de la materia.

APARTADO PRIMERO

LA QUEJA

ARTÍCULO 89. Cualquier persona podrá denunciar presuntas violaciones a los Derechos Humanos de ella o de cualquiera otra y acudir ante las oficinas de las Visitadurías Regionales de la Comisión para presentar quejas contra dichas violaciones, ya sea directamente o por medio de representante.

ARTÍCULO 90. Cuando los interesados estén privados de su libertad o se desconozca su paradero, los hechos se podrán denunciar por cualquier persona que tenga conocimiento de esta situación, inclusive por menores de edad.

Las organizaciones no gubernamentales, legalmente constituidas, podrán acudir ante la Comisión para comunicar las violaciones de Derechos Humanos y, en su caso, presentar, a través de sus representantes, la queja que corresponda, respecto de personas que no tengan la posibilidad de presentarlas de manera directa.

ARTÍCULO 91. La queja podrá presentarse solamente dentro del plazo de un año contado a partir de la fecha en que el quejoso hubiese tenido conocimiento del último acto de ejecución de los hechos que se estimen violatorios, o de que haya percibido que la autoridad o servidor público incurrió en alguna omisión.

Tratándose de los casos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, la queja podrá presentarse en cualquier tiempo.

ARTÍCULO 92. La queja deberá presentarse por escrito, sin que sea necesaria la formalidad en el mismo.

En casos urgentes, cuando las violaciones reclamadas sean de tal gravedad que, de no atenderse de inmediato, se pudieran ocasionar daños de difícil o imposible reparación al afectado, la queja puede presentarse por cualquier medio de comunicación y, una vez superada la urgencia, se solicitará su ratificación. No se admitirán aquellas quejas anónimas o notoriamente improcedentes.

El quejoso deberá identificarse y suscribir la queja al momento de su presentación o, en su caso, deberá ratificarla dentro de los tres días hábiles siguientes a su presentación. En caso contrario se desechará.

ARTÍCULO 93. Cuando alguna persona que se encuentre recluida en uno de los centros de internamiento previstos en esta ley, pretenda interponer una queja o hacer del conocimiento de la Comisión, mediante cualquier comunicado, presuntas violaciones a sus Derechos Humanos, los encargados de dichos centros, deberán remitir sin demora a la Comisión, el escrito o comunicación correspondiente. 

ARTÍCULO 94. La Comisión pondrá a disposición de los quejosos, formularios que faciliten el trámite de presentación de las quejas y, en todo caso, los orientará sobre los aspectos fundamentales que deben relacionarse en las mismas.  

La queja también puede presentarse de manera oral cuando los comparecientes no sepan o no puedan escribir o sean menores de edad.  En estos casos, la Comisión empleará los medios e instrumentos necesarios para asentar lo expuesto por  los quejosos en el escrito que corresponda.

Tratándose de personas que no hablen o entiendan correctamente el idioma español, se procurará proporcionarles gratuitamente un traductor.

ARTÍCULO 95. Será competente para conocer de una queja, la Visitaduría Regional o la Itinerante del lugar en que se cometió el acto o la omisión violatoria de Derechos Humanos.

ARTÍCULO 96. En aquellos casos en que se requiera, por la gravedad de la violación a los Derechos Humanos contenida en la queja o, por circunstancias que permitan una mayor eficiencia en la atención de la misma, el Presidente de la Comisión podrá determinar que un procedimiento específico se tramite por la Visitaduría Itinerante, a fin de hacer más expedita su resolución. 

ARTÍCULO 97. En el supuesto de que así los quejosos no puedan identificar a las autoridades o servidores públicos que consideran han afectado sus Derechos Humanos, la queja será admitida, si procede, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de su admisión con la condición de que se logre la identificación de los mismos durante la investigación de los hechos.

ARTÍCULO 98. La formulación de quejas, así como las resoluciones y recomendaciones que emita la Comisión, no afectarán el ejercicio de otros derechos y medios de defensa que puedan corresponder a los afectados conforme a las leyes, ni suspenderán o interrumpirán sus plazos preclusivos, de prescripción o caducidad. Esta circunstancia deberá señalarse a los interesados en el acuerdo de admisión de la queja.

ARTÍCULO 99. Cuando la queja sea inadmisible por ser notoriamente improcedente, será rechazada. Cuando no corresponda de manera ostensible a la competencia de la Comisión, se deberá proporcionar orientación al reclamante, conforme a lo dispuesto en la presente ley, a fin de que acuda ante la autoridad o servidor público a quien corresponda conocer o resolver el asunto, o en su caso, la Comisión turnará el asunto a las autoridades que correspondan.

ARTÍCULO 100. Si de la presentación de la queja no se deducen los elementos mínimos que permitan la intervención de la Comisión, ésta requerirá por escrito al quejoso que la aclare dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que se realizó la notificación correspondiente.  Si transcurrido el plazo señalado, el quejoso no contesta la queja, se tendrá por no interpuesta y se mandará archivar el expedientillo.

SUBAPARTADO PRIMERO

LA INTERVENCIÓN DE OFICIO

DE LA COMISIÓN

ARTÍCULO 101. Cuando por algún medio se haga del conocimiento público un acto u omisión de alguna autoridad o servidor público, estatal o municipal, que se presuma como violación grave de los Derechos Humanos de alguna persona o grupo de ellas, el Presidente de la Comisión instruirá al Visitador o Visitadores que estime necesarios para que, de inmediato, inicien una investigación preliminar. 

ARTÍCULO 102. De la información obtenida, el Presidente determinará si ha lugar a iniciar el procedimiento de protección no jurisdiccional a los Derechos Humanos, sujetándose, para la substanciación del mismo, a lo dispuesto por esta ley.

APARTADO SEGUNDO

EL DEBIDO PROCESO

ARTÍCULO 103. En los casos en que acudan ante la Comisión personas que señalen presuntas violaciones a sus Derechos Humanos, los Visitadores Regionales, o en su caso, los Itinerantes, una vez que hayan analizado lo planteado por las mismas y, siempre que se desprenda que no se trata de actos que atenten contra la vida, la integridad física o síquica u otras que sean considerados como especialmente graves, se pondrán en contacto inmediato con la autoridad señalada como responsable para intentar una solución del conflicto, si esto fuere posible. 

De lograrse una solución satisfactoria sobre el asunto planteado por dichas personas, la Comisión lo hará constar así en un acta, la cual se integrará, junto con el planteamiento presentado, en un expedientillo que se mandará archivar. 

En el caso de que la persona comunique a la Comisión el incumplimiento del compromiso asumido por la autoridad, se integrará la queja con los documentos contenidos en el expedientillo y se iniciará el procedimiento de la misma. 

ARTÍCULO 104. En el caso de que el asunto planteado no permita la solución inmediata del conflicto, se admitirá la queja. Ésta se registrará y se le asignará un número de expediente y pasará a calificación, previo acuerdo de admisión que emita el Visitador Regional o el Itinerante.

ARTÍCULO 105. Los Visitadores Regionales o Itinerantes, tienen la facultad de dictar, en cualquier momento, respecto a las autoridades Competentes, ya sea de oficio, o a petición de los interesados, las medidas precautorias o cautelares necesarias para evitar la consumación irreparable de las violaciones denunciadas o reclamadas, o la producción de daños de difícil reparación a los afectados, así como, solicitar su modificación cuando cambien las situaciones que las justificaron.

Dichas medidas pueden  ser de conservación, pero también restitutorias, según lo requiera la naturaleza del asunto.

ARTÍCULO 106. El Visitador correspondiente acordará sobre la calificación de la queja y determinará lo siguiente:

I. Si se trata de presunta violación a los Derechos Humanos.

II. La competencia de la Comisión para conocer de la misma, o en su caso,

III. La competencia de otro organismo defensor de los Derechos Humanos. 

En el caso de que la queja sea confusa, se acordará que quede pendiente de calificación y podrá continuar con el procedimiento hasta que reúna los elementos suficientes para aclararla.

ARTÍCULO 107. Una vez admitida la queja, por cualquier medio de comunicación se hará del conocimiento de las autoridades o servidores públicos señalados como responsables o de sus superiores jerárquicos, que se ha iniciado un procedimiento ante la Comisión.

ARTÍCULO 108. Al hacerse esta comunicación, se solicitará a las autoridades o servidores públicos señalados como responsables o, en su caso, a sus  superiores jerárquicos, que rindan un informe pormenorizado sobre los actos, omisiones o resoluciones que se les atribuyen en la queja. Dicho informe habrá de presentarse dentro del plazo que el Visitador correspondiente señale, mismo que, en ningún momento, podrá exceder de quince días naturales. 

En las situaciones que se consideren urgentes, dicho plazo podrá ser reducido   incluso a horas, sin que en ningún caso sea menor el tiempo de entrega a ocho horas.

ARTÍCULO 109. Las autoridades deberán rendir el informe que les sea requerido dentro del  plazo establecido. Dicho informe deberá contener cuando menos, lo siguiente:

I. Los antecedentes del asunto;

II. Los fundamentos y motivaciones de los actos, resoluciones u omisiones objeto de la queja, si efectivamente éstos existieron; y,

III. Los elementos de información que consideren necesarios para la documentación del asunto.

Las autoridades o servidores públicos correspondientes podrán solicitar a la Comisión, mediante escrito y por una sola vez, la prórroga del plazo que se les hubiere señalado. La Comisión determinará sobre la procedencia de la solicitud.

ARTÍCULO 110. La falta de rendición del informe o de la documentación que lo apoye, así como el retraso injustificado en su presentación, además de la responsabilidad respectiva, tendrá el efecto de que, con relación al trámite de la queja, se tengan por ciertos los hechos materia de la misma, salvo prueba en contrario.

ARTÍCULO 111. Si del informe presentado por las autoridades o servidores públicos señalados como responsables, se desprendiere evidente contradicción entre su dicho y lo manifestado por el quejoso, el Visitador correspondiente dará vista al quejoso del informe rendido, para el efecto de que manifieste lo que a su derecho convenga en un plazo no mayor a quince días naturales. 

ARTÍCULO 112. El Visitador Regional, el Itinerante o los Adjuntos podrán practicar, con apego a la ley, la investigación que el caso requiera. Para tal efecto, podrán:

I. Pedir a las autoridades o servidores públicos a los que se reclamen violaciones de Derechos Humanos, la presentación de informes o documentación adicionales;

II. Solicitar de otras autoridades, servidores públicos o particulares, todo tipo de documentos e informes que faciliten el desarrollo de la investigación;

III. Practicar visitas e inspecciones, ya sea personalmente o por medio del personal técnico o profesional bajo su dirección;

IV. Citar a las autoridades o personas que deban comparecer como peritos o testigos;

V. Efectuar las diligencias y gestiones que juzgue convenientes para el mejor conocimiento de los asuntos; y, 

VI. Allegarse de los medios necesarios para la resolución de la queja.

Todas las actuaciones de los Visitadores deberán constar en acta circunstanciada.

ARTÍCULO 113. El Visitador correspondiente podrá dictar acuerdos de trámite en el curso de las investigaciones que realice, los cuales serán obligatorios para las autoridades y servidores públicos que deban comparecer o aportar información o documentación. 

Asimismo, las autoridades y servidores públicos estatales o municipales, involucrados en asuntos que esté tramitando la Comisión, o que por razón de sus funciones o actividades puedan proporcionar información pertinente para el esclarecimiento de la queja presentada, deberán aportar a la Comisión los informes y documentación que ésta les requiera.

ARTÍCULO 114. En caso de que las autoridades o servidores públicos requeridos aleguen que la documentación tiene carácter reservado, lo harán del conocimiento de la Comisión manifestando las razones que le dan esa característica.

En tal circunstancia, el Visitador correspondiente, de conformidad con la ley de la materia,  tiene la facultad de solicitar se le proporcione la información y documentación, cuando ésta fuere relevante para la protección de Derechos Humanos. Dicha información se empleará con absoluta confidencialidad bajo su estricta responsabilidad.

ARTÍCULO 115. Las autoridades y servidores públicos que están obligados a proporcionar información y datos a la Comisión, serán responsables penal y administrativamente por los actos u omisiones en que incurran durante y con motivo de la tramitación de quejas ante la Comisión de Derechos Humanos del Estado, para lo cual se estará a lo dispuesto en las disposiciones constitucionales y legales aplicables.

ARTÍCULO 116. Cuando sean reiteradas las actitudes u omisiones que impliquen conductas evasivas o de entorpecimiento al cauce normal de las investigaciones, por parte de las autoridades y servidores públicos que deban intervenir o colaborar con los Visitadores, no obstante los requerimientos que éstos les hubieren formulado, el Presidente de la Comisión podrá exigir un informe especial al superior jerárquico de dichas autoridades o servidores públicos que hayan actuado en desacato. 

La Comisión denunciará ante los órganos Competentes los delitos o faltas que, independientemente de dichas conductas o actitudes, en su caso, hubiesen cometido las autoridades o servidores públicos de que se trate.

ARTÍCULO 117. Las pruebas que se presenten, tanto por los interesados como por las autoridades o servidores públicos a los que se imputen las violaciones, o bien que la Comisión requiera y recabe de oficio, serán valoradas en su conjunto por el Visitador correspondiente, de acuerdo con las normas legales aplicables según la materia sobre la que verse la queja y los principios de lógica-jurídica y las máximas de la experiencia, a fin de que puedan producir convicción sobre los hechos motivo de la queja.

SUBAPARTADO PRIMERO

LA CONCILIACIÓN

ARTÍCULO 118. En cualquier momento del procedimiento, cuando la queja no se refiera a actos u omisiones que atenten contra la vida, la integridad física o psíquica u otras que se consideren especialmente graves, por el número de afectados o por sus posibles consecuencias, la misma podrá ser objeto de conciliación con las autoridades señaladas como responsables, cuando ello resultare lo más favorable para la resolución del asunto y los intereses del quejoso, siempre dentro del respeto de los Derechos Humanos que se consideren afectados.

ARTÍCULO 119. El Visitador correspondiente dará vista inmediatamente al quejoso cuando tenga conocimiento de una queja susceptible de ser solucionada mediante la vía conciliatoria. Para tal efecto, le explicará en qué consiste la conciliación, su contenido y sus ventajas. 

ARTÍCULO 120. El Visitador correspondiente de manera breve y sencilla presentará por escrito a la autoridad o servidor público la propuesta de conciliación correspondiente.  

ARTÍCULO 121. La autoridad o servidor público a quien se remita la propuesta de conciliación, dispondrá de un plazo que no podrá exceder de cinco días naturales para responder  por escrito a la misma. 

ARTÍCULO 122. En el caso de que la autoridad o el servidor público manifiesten su conformidad con la propuesta de conciliación, el Visitador correspondiente dispondrá la conclusión del expediente. 

Dicho expediente podrá reabrirse cuando el quejoso manifieste a la Comisión que la autoridad o el servidor público no han cumplido con el compromiso asumido en la conciliación y hayan transcurrido noventa días después de esa aceptación. 

ARTÍCULO 123. Cuando la autoridad o el servidor público no acepten la propuesta de conciliación formulada por el Visitador correspondiente, éste de inmediato procederá a la preparación del proyecto de recomendación que en derecho proceda.

SUBAPARTADO SEGUNDO

LA RESOLUCIÓN DEL PROCESO

ARTÍCULO 124. Concluida la investigación, en un plazo no mayor de quince días,  el Visitador correspondiente formulará, en su caso, un proyecto de recomendación o un acuerdo de no responsabilidad, en el cual se analizarán los hechos, los argumentos y pruebas, así como los elementos de convicción y las diligencias practicadas, a fin de determinar si las autoridades o servidores públicos han violado o no los Derechos Humanos de los afectados, al haber incurrido en actos u omisiones ilegales, injustas, inadecuadas o erróneas, o hubiesen dejado sin respuesta las solicitudes presentadas por los interesados durante un período que exceda notoriamente los plazos fijados por las leyes respectivas.

ARTÍCULO 125. Las conclusiones del expediente, que serán la base de las recomendaciones, estarán fundamentadas y motivadas exclusivamente en la documentación y pruebas que obren en el propio expediente.

ARTÍCULO 126. En el proyecto de recomendación se señalarán las medidas que procedan para la efectiva restitución a los afectados en sus Derechos Humanos y, en su caso, para la reparación de los daños y perjuicios que se hubiesen ocasionado.

ARTÍCULO 127. El proyecto de recomendación será presentado al Visitador General  para que éste, en un plazo de diez días hábiles, lo turne al Presidente de la Comisión para su consideración final. 

ARTÍCULO 128. En caso de que se compruebe que las autoridades y/o servidores públicos no hayan cometido las violaciones de Derechos Humanos que se les hubiesen señalado, el visitador formulará el proyecto del acuerdo de no responsabilidad, mismo que turnará al Presidente.

ARTÍCULO 129. La recomendación será pública, no tendrá carácter vinculatorio para la autoridad o servidor público a los cuales se dirija y, en consecuencia, no podrá anular, modificar o dejar sin efecto las resoluciones o actos contra los cuales se hubiese presentado la queja.

ARTÍCULO 130. Una vez notificada la recomendación, la autoridad o el servidor público de que se trate, informará dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, si acepta dicha recomendación. En otros quince días hábiles  adicionales, entregará en su caso, las pruebas correspondientes de que ha cumplido con los puntos señalados en ella. Dicho plazo podrá ser ampliado cuando la naturaleza de la recomendación así lo amerite.

ARTÍCULO 131. No procederá ningún recurso ante la Comisión, en contra de las recomendaciones, acuerdos o resoluciones definitivas que emita la misma.

ARTÍCULO 132. La Comisión no está obligada a entregar ninguna de sus pruebas a la autoridad a la cual dirigió una recomendación o a algún particular. Si dichas pruebas le son solicitadas, discrecionalmente determinará si son de entregarse o no. 

ARTÍCULO 133. Las recomendaciones y los acuerdos de no responsabilidad, se referirán a casos concretos; por lo tanto, las autoridades no podrán aplicarlos a otros casos, por analogía o por mayoría de razón.

SUBAPARTADO TERCERO

LAS NOTIFICACIONES 

ARTÍCULO 134. La Comisión notificará inmediatamente a los quejosos los resultados de la investigación, la recomendación que haya dirigido a las autoridades o servidores públicos responsables de las violaciones respectivas, la aceptación y la ejecución que se haya dado a la misma, así como, en su caso, el acuerdo de no responsabilidad.

ARTÍCULO 135. El Presidente de la Comisión deberá publicar en la gaceta que edite, en su totalidad o en forma resumida, las recomendaciones y los acuerdos de no responsabilidad que se emitan. En casos excepcionales, podrá determinar si los mismos sólo deban comunicarse a los interesados, de acuerdo con las circunstancias del propio caso.

CAPÍTULO TERCERO

LA ORIENTACIÓN JURÍDICA

ARTÍCULO 136. Cuando cualquier persona solicite la intervención de la Comisión, y el caso planteado no se tratare de un asunto que requiera protección de los Derechos Humanos contra actos de autoridad, pero su resolución sea legal, se orientará jurídicamente al peticionario.

ARTÍCULO 137. El Visitador correspondiente asentará la solicitud de intervención por escrito, en los formatos que para tal efecto se establezcan. Si fuere el caso, en el mismo acto brindará la orientación, levantando el acta circunstanciada correspondiente, en la que conste la opinión emitida y los alcances de la misma.

ARTÍCULO 138. Si el caso planteado requiere de aclaración o presentación de documentos, así se le hará saber al peticionario, requiriéndole lo necesario para el examen del asunto.

ARTÍCULO 139. En cualquier caso, los funcionarios de la Comisión podrán solicitar a las autoridades en vía de colaboración, la información o documentación necesaria para orientar debidamente al peticionario.

ARTÍCULO 140. Una vez analizado el asunto, el Visitador correspondiente levantará un acuerdo de orientación, en el que se explicará de manera breve y sencilla, la naturaleza del problema y la orientación brindada. Se señalará además, al peticionario, si fuere el caso, el nombre de la dependencia pública que pudiese atenderlo, canalizándolo mediante oficio a  dicha dependencia. 

ARTÍCULO 141. La dependencia receptora de la canalización informará a la Comisión la atención brindada al peticionario.

ARTÍCULO 142. Las solicitudes de intervención se tramitarán en expediente auxiliar, mismo que será remitido al archivo una vez que se dicte acuerdo de conclusión.

Dicha conclusión se efectuará al haberse otorgado la orientación correspondiente, o en aquellos casos en que haya operado la canalización, se hará con posterioridad al informe que envíe la dependencia a la que fue canalizado el peticionario, sobre la atención brindada al mismo.

CAPÍTULO CUARTO

LA GESTORIA

ARTÍCULO 143. Cuando alguna persona se encuentre en situación de vulnerabilidad y solicite la intervención de la Comisión, a efecto de que gestione por sí o a través de otra institución pública o privada, la prestación de algún servicio o la obtención de algún apoyo, la Comisión la auxiliará.

ARTÍCULO 144. La solicitud se asentará en el formato que para tal efecto se determine, e inmediatamente, los funcionarios de la Comisión realizarán las gestiones que estimen convenientes para atenderla.

ARTÍCULO 145. De los resultados de la gestión se dará cuenta inmediata al peticionario. En el caso de que no fuera favorable, por no lograr obtener lo requerido, se le explicará claramente los motivos por los que no fue posible atender su solicitud.

ARTÍCULO 146. En caso de que los funcionarios de la Comisión determinen que, para la atención de la solicitud, sea necesario canalizar ante alguna dependencia o institución al peticionario, lo podrá hacer mediante oficio en el que detallarán brevemente los pormenores pertinentes.

ARTÍCULO 147. Toda solicitud de gestoría será debidamente registrada para su seguimiento.

TITULO CUARTO

LOS CRITERIOS GENERALES

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES COMUNES

ARTÍCULO 148. Los criterios generales que sostenga la Comisión, en los términos previstos por esta ley, servirán de base en la tramitación de los asuntos que le competan y en las resoluciones que la misma emita.

ARTÍCULO 149. La Comisión, por conducto del Presidente, emitirá mediante acuerdo que dicte para ese efecto, los criterios generales cuando:

I. Sustente el mismo criterio en dos resoluciones de queja, siempre que éstas sean ininterrumpidas; y,

II. Fije en contradicción de criterios de las Visitadurías General, Regionales e Itinerantes, el que debe prevalecer.

Los criterios generales no afectarán las situaciones jurídicas concretas que se deriven de recomendaciones dictadas con motivo del proceso en que se hubiere generado la contradicción.

ARTÍCULO 150. El Presidente, por conducto de la Visitaduría General, compilará e integrará en un boletín, los acuerdos en que se contengan los criterios generales. Este boletín deberá actualizarse periódicamente y se remitirá a los Visitadores correspondientes.

SECCIÓN PRIMERA

LOS CRITERIOS GENERALES

POR REITERACIÓN

ARTÍCULO 151. Los criterios generales por reiteración se glosarán y difundirán entre las Visitadurías, autoridades, servidores públicos y sociedad en general.

ARTÍCULO 152. Para la determinación de los criterios generales por reiteración, se atenderá a lo siguiente:

I. Cuando el Visitador General advierta que en dos resoluciones, la Comisión ha sostenido el mismo criterio, lo hará del conocimiento del Presidente.

A la comunicación correspondiente, el Visitador General deberá acompañar un proyecto de criterio general en el que identifique las resoluciones en que se sustente el mismo criterio y la precisión de aquél que habrá de determinarse como general.

II. El Presidente, con vista del proyecto que le sea remitido por el Visitador General, emitirá un acuerdo mediante el cual determinará la obligatoriedad del criterio general que habrá de aplicarse en asuntos posteriores.

SECCIÓN SEGUNDA

LOS CRITERIOS GENERALES

POR CONTRADICCIÓN

ARTÍCULO 153. Para la determinación de los criterios generales por contradicción, se atenderá a lo siguiente:

I. El Visitador General, hará del conocimiento del Presidente la contradicción entre los criterios que hubieren motivado la emisión de Recomendaciones o de acuerdos de no responsabilidad y  los proyectos de los mismos.

A dicha comunicación, deberá acompañar un proyecto de opinión sobre el criterio que ha de adoptarse. Podrá proponerse un criterio distinto a los que sean materia de la contradicción.

II. El Presidente podrá mandar traer los documentos necesarios para analizar el criterio de que se trate.

III. El Presidente, con vista en el proyecto que le sea remitido por el Visitador General, emitirá un acuerdo por el que determinará la obligatoriedad del criterio general que habrá de aplicarse en posteriores asuntos.

SECCIÓN TERCERA

LA OBLIGATORIEDAD DE ATENDER

LOS CRITERIOS GENERALES

ARTÍCULO 154. Los criterios generales que sean emitidos por el Presidente de la Comisión, serán de observancia obligatoria para sus órganos directivos y ejecutivos.

ARTÍCULO 155. La obligatoriedad de los criterios generales surtirá sus efectos al día siguiente al en que se publique en el Periódico Oficial, independientemente de que se den a conocer en la Gaceta o boletín que emita la Comisión.

ARTÍCULO 156. Corresponderá a la Visitaduría General la difusión inmediata a los órganos directivos y de ejecución, de los acuerdos mediante los cuales se determinen los criterios generales. 

ARTÍCULO 157. Corresponderá al Presidente declarar la interrupción de la aplicación de determinados criterios generales, cuando hayan sido emitidas dos recomendaciones o acuerdos de no responsabilidad, de manera ininterrumpida que sostengan un criterio diverso al general. 

ARTÍCULO 158. Dejarán de tener carácter obligatorio los criterios generales:

I. Cuando hubiesen sido reformadas o modificadas las disposiciones internacionales o estatales en que se hayan fundamentado las resoluciones que sirvieron de base para la emisión del criterio general; y,

II. Cuando se le expida una nueva disposición constitucional o legal, aplicable a casos concretos.

SECCIÓN CUARTA

LA COMPILACIÓN Y SISTEMATIZACIÓN 

DE LOS CRITERIOS GENERALES

ARTÍCULO 159. El Presidente de la Comisión, por conducto de la Visitaduría General, emitirá las circulares bajo las cuales se glosarán los criterios generales.

ARTÍCULO 160. Corresponderá a la Visitaduría General difundir, a través de boletines, los acuerdos dictados por el Presidente, mediante los cuales se determinen los criterios generales.

TÍTULO QUINTO

EL RÉGIMEN LABORAL DE

LA COMISIÓN

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 161. Las relaciones laborales entre la Comisión y sus trabajadores se regirán por el Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado, así como, en lo conducente, por la Ley de Pensiones y Otros Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado y el Estatuto del Servicio Profesional de la Comisión.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. La presente ley entrará en vigor el día 30 de junio de 2007

SEGUNDO. Se abroga la Ley Orgánica de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, de fecha 30 de junio de 1992, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el día 17 de julio del mismo año. Asimismo, se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente ordenamiento.

TERCERO. El Presidente y los Consejeros actuales durarán en su encargo el periodo para el cual fueron designados.

CUARTO. Una vez que entre en vigor la presente ley, el Consejo celebrará una sesión en la que sus miembros deberán tomar los acuerdos necesarios para el debido funcionamiento de la Comisión, conforme a la estructura y atribuciones que les están conferidas en la presente ley. 

En esa sesión, se acordará además lo siguiente:

I. La integración de las comisiones del Consejo;

II. La designación de la persona que habrá de ocupar la Contraloría Interior y de Fiscalización prevista en esta ley; y,

III. La determinación de los órganos de la Comisión a los que corresponderá la elaboración de los anteproyectos de reglamento, del Estatuto del Servicio Profesional y del Código de Ética de la Comisión.

El acta de esa sesión deberá ser enviada para su publicación al Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

QUINTO. En los términos previstos por este ordenamiento, el Consejo deberá emitir, dentro de los 180 días naturales siguientes a la fecha en que entre en vigor esta ley, los siguientes ordenamientos:

I. El reglamento interior. Entre tanto, la Comisión podrá continuar aplicando, en lo que no se oponga a las disposiciones previstas en la presente ley, el reglamento publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, Número 15, de fecha 20 de febrero del año 2001, el cual, quedará abrogado, una vez emitido el de la presente ley.

II. El Estatuto del Servicio Profesional de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila. 

III. El Código de Ética de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila.

SÉPTIMO. Los procedimientos y trámites iniciados al amparo de las disposiciones de la ley que se abroga, continuarán sustanciándose conforme a la misma y, en lo que fuere procedente y resulte en beneficio de los interesados, se aplicarán las disposiciones de la presente ley y los acuerdos que determine el Consejo.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, a 7 de mayo de 2007. 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para adicionar un párrafo al artículo 105 del Código Municipal Para el Estado de Coahuila, propuesta por el C. Diputado Lorenzo Dávila Hernández del Grupo parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; y, 
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 20 de marzo del año en curso, se acordó turnar a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de conformidad a lo dispuesto en el tercer párrafo del articulo 60 de la Constitución política del Estado, se remitió a los Ayuntamientos para que emitan su opinión  sobre, la Iniciativa para adicionar un párrafo al artículo 105 del Código Municipal Para el Estado de Coahuila, propuesta por el C. Diputado Lorenzo Dávila Hernández del Grupo parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que una vez transcurrido el termino  establecido por el articulo 60 de la Constitución Política del Estado para recibir la opinión de los Ayuntamientos, Habiéndose rcepcionado únicamente los comunicados de los Municipios de  Piedras Negras, San Pedro, Guerrero, Frontera, Parras de la Fuente y Castaños, mismos que se anexan por lo que se procede a emitirse el presente dictamen.

TERCERO.- La Iniciativa, para adicionar un párrafo al artículo 105 del Código Municipal Para el Estado de Coahuila, propuesta por el C. Diputado Lorenzo Dávila Hernández del Grupo parlamentario “ General Felipe Angeles ”, del Partido de la Revolución Democrática, se basa en las consideraciones siguientes:

“ En el artículo 105 del Código Municipal se contienen las facultades, obligaciones y competencias de los regidores de los Ayuntamientos.

La fracción VII, establece que los regidores podrán "solicitar y obtener del tesorero municipal, la información relativa a la hacienda pública municipal, al ejercicio del presupuesto de egresos, al patrimonio municipal y demás documentación de la gestión municipal, necesaria para el cumplimiento de sus funciones." Sin embargo, como puede observarse, la solicitud debe dirigirse al tesorero municipal, de donde se desprende que ningún otro funcionario o director administrativo del Ayuntamiento tiene obligación legal de proporcionar información a los regidores. Esto representa un contrasentido, pues los regidores, en tanto son integrantes del máximo órgano del Ayuntamiento, esto es, el cabildo, deben contar con las facultades suficientes para requerir información a los funcionarios y directores de las áreas administrativas. Se debe precisar que, en este aspecto, no se trata de las facultades ejecutivas que, por ley, están reservadas para el presidente municipal, sino de la competencia para solicitar y obtener información. Esta competencia es reconocida por la ley a los ciudadanos, en virtud del derecho de acceso a la información pública, por eso, con mayor razón, debe corresponder a los regidores de los Ayuntamientos.

Del examen de las facultades, competencias y obligaciones que la ley les otorga o impone a los regidores, no se encuentra contemplada una que es fundamental y representa, en mi concepto, la esencia de la función del regidor: auxiliar a los ciudadanos y comunidades del municipio en sus demandas sociales o de orden administrativo de interés general a fin de lograr su oportuna solución. Considero que los regidores, en atención a su carácter de representantes de los ciudadanos del municipio, están obligados a prestar este auxilio, pues de manera natural deben ser gestores de las soluciones a la problemática que aqueja a los ciudadanos en lo individual o a las comunidades del municipio.

Por otro lado, debe reconocerse que la cultura del autoritarismo se enraizó en todas las ordenes del gobierno, desde la presidencia de la república hasta la presidencia del más modesto municipio del país. Los resabios de esa nefasta cultura política aún se conservan. Una manifestación de lo anterior es la inclinación que tienen muchos funcionarios y directores a considerar que sólo deben informar al ciudadano presidente municipal y que, los requerimientos de información de los regidores, sobre todo los de representación proporcional, no merecen ser atendidos. Por eso se propone establecer, en el párrafo final del artículo 105 del Código Municipal, la obligación de atenderlos oportunamente.” 

CUARTO.- De conformidad con la fracción I del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine.

A su vez, en consonancia con el precepto constitucional antes mencionado, el artículo 34 del Código Municipal dispone que los  regidores son los miembros del Ayuntamiento encargados de gobernar y administrar, como cuerpo colegiado, al municipio; sin embargo,  en lo individual son consejeros y auxiliares del presidente municipal y deben cumplir con las comisiones que les asigne el Ayuntamiento en los diferentes ramos de la administración.

Así pues, contrario a lo que se sostiene en la exposición de motivos que sirve para fundamentar la adición que se propone al artículo 105 del Código Municipal, no es exacto que los regidores sean gestores ciudadanos o comunitarios para procurar la satisfacción de demandas individuales o sociales, sino que constitucional y legalmente son órganos de gobierno municipal, juntamente con el presidente y los síndicos que la ley determine.
Así las cosas, por disposición legal está encomendado a los regidores como parte del Ayuntamiento, la prestación y vigilancia de los servicios públicos competencia del municipio; alumbrado, limpieza, mercados, transporte, cementerios, parques y jardines, seguridad pública, etc, y dentro de su actividad administrativa, obviamente velan por que el ejercicio de la administración municipal se desarrolle conforme a las disposiciones legales aplicables.
Establecido lo anterior, no es el caso de atribuir a los regidores facultades para constituirse como auxiliares ciudadanos y comunitarios para satisfacer demandas sociales y de orden administrativo de interés general, pues legalmente la administración pública municipal, es el conjunto de actividades dirigidas a asegurar, en una relación de subordinación al poder público depositado en el Ayuntamiento, la elaboración, la ejecución, la evaluación y el control de las políticas públicas municipales, y cumplir así el propósito de satisfacer las necesidades colectivas en materia de desarrollo integral y de prestación de los servicios públicos.
Sin embargo, la Iniciativa que ahora se estudia y dictamina, contempla también el aspecto general de la información que debe proporcionarse a un regidor y que conforme a la fracción VII del artículo 105 del Código Municipal, cuya reforma se propone, se circunscribe únicamente al estado financiero y patrimonial del Municipio, ya que se le faculta para solicitar y obtener del tesorero municipal la información relativa a la hacienda pública municipal, al ejercicio del presupuesto de egresos, al patrimonio municipal y demás documentación de la gestión municipal, necesaria para el cumplimiento de sus funciones.
Establecido lo anterior, precisamente por ser el regidor un integrante del gobierno municipal, debe estar enterado de la situación general del Ayuntamiento y tener acceso a la información respectiva, por lo que en ese sentido, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales estima pertinente reformar la  XII  y adicionar una fracción XIII  con el texto que actualmente contiene la fracción XII del artículo 105 del Código Municipal, para quedar en los siguientes términos:

“ ARTÍCULO 105. Son facultades, competencias y obligaciones de los regidores:

I a XI …..

XII.
Requerir a cualquier servidor público del municipio, la información de la gestión municipal necesaria para dar oportuna solución a las demandas sociales, aspectos administrativos y de interés general, a fin de lograr su oportuna solución, por lo que los funcionarios y directores administrativos del Ayuntamiento deberán atender su intervención y proveer la oportuna resolución de sus promociones.

XIII.
Las demás que les impusieren los reglamentos municipales.Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma la  XII  y se adiciona una fracción XIII  con el texto que actualmente contiene la fracción XII del artículo 105 del Código Municipal del Estado de Coahuila, para quedar en los términos siguientes:

ARTÍCULO 105. Son facultades, competencias y obligaciones de los regidores:
I a XI.  . . . .
XII. 
Requerir a cualquier servidor público del municipio, la información de la gestión municipal necesaria para dar oportuna solución a las demandas sociales, aspectos administrativos y de interés general, a fin de lograr su oportuna solución, por lo que los funcionarios y directores administrativos del Ayuntamiento deberán atender su intervención y proveer la oportuna resolución de sus promociones.
XIII.
Las demás que les impusieren los reglamentos municipales.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- La presente adición al Código Municipal para el Estado, entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 3 de mayo de 2007. 
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA

GONZÁLEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. DEMETRIO ANTONIO

ZUÑIGA SÁNCHEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JOSÉ IGNACIO MAYNEZ VARELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. LORENZO DÁVILA

HERNÁNDEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la Iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal del Ayuntamiento de Matamoros, Coahuila, para reformar los artículos 34 fracción V y 45 fracciones XXIII y XXIV de la Ley de Ingresos del Municipio de Matamoros, para el ejercicio fiscal 2007, el cual fue Publicada con Decreto número 184  en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha  29 de Diciembre de 2006.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que este H. Congreso del Estado recibió oficio del Presidente Municipal del Municipio de Matamoros, Coahuila, mediante el cual solicita la reforma a los Artículos 34 fracción V y 45 fracciones XXIII y XXIV de la Ley de Ingresos de este municipio para el ejercicio fiscal 2007, el cual fue Publicada con Decreto número 184 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de Diciembre de 2006.

SEGUNDO. Por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, se turnó el expediente a esta Comisión para estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que como antecedente del expediente en estudio, cabe señalar que el municipio de Matamoros, Coahuila señala que las modificaciones es a efecto de actualizar y operar el cobro de derecho de parquímetros, por lo cual solicitan a este H. Congreso del Estado la reforma a los Artículos 34 fracción V y 45 fracciones XXIII y XXIV de la Ley de Ingresos de dicho Municipio la cual con Decreto 184 fue publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de diciembre de 2006.

SEGUNDO. Que para tal efecto acompañó a la Iniciativa la documentación necesaria, por lo que realizado el análisis correspondiente, se autorizó lo anterior mediante Decreto número 184, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de diciembre de 2006.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el Artículo 34, fracción V y el Artículo 45 fracciones XXIII y XXIV de la Ley de Ingresos del Municipio de Matamoros, Coahuila, la cual se publicó con Decreto 184 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de diciembre de 2006.

ARTÍCULO 34.-….

I al IV.-…..

V.- Parquímetros $ 4.00 por hora.

ARTÍCULO 45.- …..

I al XXII.-….

XXIII.- Por la ocupación de dos espacios de estacionamientos en vía pública de tres a cinco salarios mínimos vigentes en el Estado de Coahuila.

XXIV.- Por falta de pago de los derechos a parquímetros se impondrá una multa de:

1.- Por no depositar la moneda; de 3 a 10 días de salario mínimo vigente en el Estado de Coahuila.

2.- Por introducir objetos diferentes a monedas en parquímetros, de 3 a 10 días de salario mínimo vigente en el Estado de Coahuila.

3.- Por destrucción parcial o total producida voluntaria o involuntariamente, de 10 a 15 días de salario mínimo vigente por cada parquímetro, independientemente de la responsabilidad en que se incurra y de la obligación de pagar los daños ocasionados.

XXV al XXX….

TRANSITORIO

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en este decreto.

ARTÍCULO TERCERO.- Publique el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila,  02 de Mayo de 2007. 
COMISION DE FINANZAS

COMISIÓN DE FINANZAS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús María Montemayor Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, un terreno con una superficie de 19,815.22 m2, donde se localiza dicha Institución, ubicado en la Colonia San Joaquín de esta ciudad, con el fin de donarlo a favor de la “Escuela Secundaria Federal Abel Herrera Rodulfo”, con el fin de que esta Institución cuente con una escritura que le de mayor seguridad legal a la comunidad educativa, conformada por Padres de familia, alumnos y maestros.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 de abril de 2007, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, un terreno con una superficie de 19,815.22 m2, donde se localiza dicha Institución, ubicado en la Colonia San Joaquín de esta ciudad, con el fin de donarlo a favor de la “Escuela Secundaria Federal Abel Herrera Rodulfo”, con el fin de que esta Institución cuente con una escritura que le de mayor seguridad legal a la comunidad educativa, conformada por Padres de familia, alumnos y maestros.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;
CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acta de cabildo, mediante el cual con fecha 16 de marzo de 2007, se aprobó por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo la desincorporación del régimen del dominio público municipal de Piedras Negras, Coahuila, un terreno con una superficie de 19,815.22 m2, donde se localiza dicha Institución, ubicado en la Colonia San Joaquín de esta ciudad, con el fin de donarlo a favor de la “Escuela Secundaria Federal Abel Herrera Rodulfo”, con el fin de que esta Institución cuente con una escritura que le de mayor seguridad legal a la comunidad educativa, conformada por Padres de familia, alumnos y maestros, con las siguientes medidas y colindancias; 

Al Norte:
mide 264.18  metros y colinda con Asilo de Ancianos y Panteón Santo Cristo.

Al Sur:
mide 267.40  metros y colinda con la Calle Manuel Garza Fernández.

Al Este:
mide   83.60  metros y colinda con la Calle Obreros.

Al Oeste: 
mide 126.85  metros y colinda con Escuela Primaria Vicente Guerrero.

Y se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, en la Oficina del Registro Público de Piedras Negras del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 36758, Foja 163, Tomo 103, Libro 1, de Fecha 29 de agosto de 1964, el cual ampara la superficie total de 34,968 m2, la cual se donara una superficie de 19,815.22 m2 a favor de la Escuela Abel Herrera Rodulfo.

QUINTO. El objeto es con el fin de que esta Institución cuente con una escritura que le de mayor seguridad legal a la comunidad educativa, conformada por Padres de familia, alumnos y maestros. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Piedras Negras, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila, para que desincorpore del régimen del dominio público municipal, un terreno con una superficie de 19,815.22 m2, donde se localiza dicha Institución, ubicado en la Colonia San Joaquín de esta ciudad, con el fin de donarlo a favor de la “Escuela Secundaria Federal Abel Herrera Rodulfo”, con el fin de que esta Institución cuente con una escritura que le de mayor seguridad legal a la comunidad educativa, conformada por Padres de familia, alumnos y maestros, con las siguientes medidas y colindancias; 

Al Norte:
mide 264.18  metros y colinda con Asilo de Ancianos y Panteón Santo Cristo.

Al Sur:
mide 267.40  metros y colinda con la Calle Manuel Garza Fernández.

Al Este:
mide   83.60  metros y colinda con la Calle Obreros.

Al Oeste: 
mide 126.85  metros y colinda con Escuela Primaria Vicente Guerrero.

Y se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, en la Oficina del Registro Público de Piedras Negras del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 36758, Foja 163, Tomo 103, Libro 1, de Fecha 29 de agosto de 1964, el cual ampara la superficie total de 34,968 m2, la cual se donara una superficie de 19,815.22 m2 a favor de la Escuela Abel Herrera Rodulfo.

ARTÍCULO SEGUNDO.  El objeto es con el fin de que esta Institución cuente con una escritura que le de mayor seguridad legal a la comunidad educativa, conformada por Padres de familia, alumnos y maestros. 

ARTÍCULO TERCERO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 23 de abril de 2007.

COMISIÓN DE FINANZAS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús María Montemayor Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN DE LA COMISIÓN PARA LA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS DE CAPACIDADES DIFERENTES, ADULTOS MAYORES Y PENSIONADOS Y JUBILADOS, DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, RESPECTO A LA PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE "EXHORTO A LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA, A LA SECRETARÍA DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES Y A LOS AYUNTAMIENTOS DEL ESTADO, PARA BRINDAR UNA MEJOR ATENCIÓN A LOS DISCAPACITADOS Y ADULTOS MAYORES O DE LA TERCERA EDAD, EN LOS BANCOS ESTABLECIDOS EN EL ESTADO DE COAHUILA". 

Dictamen que emite la Comisión para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto a la proposición con punto de acuerdo sobre "Exhorto a la Comisión Nacional Bancaria, a la Secretaría de Obras Públicas y Transportes y a los Ayuntamientos del Estado, para brindar una mejor atención a los discapacitados y adultos mayores o de la tercera edad, en los bancos establecidos en el Estado de Coahuila", que presenta el Diputado José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional; y 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada el día 20 de marzo de 2007, el Pleno del Congreso trató lo relativo a una Proposición con Punto de Acuerdo, que fue turnada a la Comisión para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, coordinada por la Diputada Jeanne Margaret Snydelaar Haardwicke, para su dictamen correspondiente mediante oficio suscrito por el Oficial Mayor de fecha 21 de marzo de 2007. 

SEGUNDO. Que la Proposición refiere: "Exhorto a la Comisión Nacional Bancaria, a la Secretaría de Obras Públicas y Transportes y a los Ayuntamientos del Estado, para brindar una mejor atención a los discapacitados y adultos mayores o de la tercera edad, en los bancos establecidos en el Estado de Coahuila", que presenta el Diputado José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario "Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional. 

TERCERO. Que los puntos de acuerdo piden: primero, se exhorte a la Comisión Nacional Bancaria, a fin de que se implementen medidas especiales para propiciar un servicio expedito y de calidad a las personas de la tercera edad y discapacitados, durante los días de cobro de las respectivas pensiones, en general, que se promueva el mejoramiento de los servicios bancarios, tanto en la calidad como en el número de cajeros en los días pico y la amplitud de las instalaciones donde se proporciona el servicio. 

En el segundo punto solicita, se exhorte a la Secretaría de Obras Públicas y Transporte, así como a los Ayuntamientos, para que promuevan normas de construcción que obliguen a los bancos que se establezcan en la localidad, a realizar estudios de uso de instalaciones en días pico, a fin de que haya suficiente capacidad para atender adecuadamente a los usuarios, evitando con ello invadir la vía pública, por cuyo concepto deberán ser multados. Y no opera el dicho de que son los usuarios los responsables de esta invasión, ya que el problema está generado por la insuficiencia de las instalaciones. 

Como tercer punto pide, se incluya en dicha reglamentación, al igual que ocurre con otras instalaciones, se prevea la construcción de rampas, apoyos y puntos de reposo para las personas de la tercera edad y discapacitados. Sobretodo si se toma en cuenta que los bancos los obligan a acudir personalmente al cobro de sus cheques de pensión o retiro. O al recurso de costosos y complicados trámites para poder enviar un representante para que lo haga en su lugar. 

CUARTO. Que de la proposición con punto de acuerdo se desprende la preocupación por la falta de atención de los bancos en cuanto a que sus servicios bancarios no son considerados ni respetuosos de las condiciones de salud y edad que tienen quienes hacen uso de sus servicios y sus instalaciones, es decir, que los bancos con un mínimo de empleados para la optimización de sus utilidades, hasta en días de quincena que se hacen enormes filas que ocupan incluso la vía pública, no hacen nada por elevar la calidad en el servicio y tener facilidades y cuidados sobre todo con las personas de la tercera edad y/o discapacitados que realizan su trámites en forma personal soportando un gran sufrimiento en su espera a cambio de recibir su sustento quincenal o mensual. 

A lo anteriormente mencionado, se suma el hecho de que las horas de espera son muchas y tanto en el local que ocupa el banco como en el exterior del mismo, permanecen de pie, inclusive, expuestos a las inclemencias del clima, al sol, la lluvia y el frío, ante la indiferencia de los administradores de la institución bancaria, y 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, coordinada por la Diputada Jeanne Margaret Snydelaar Haardwicke, es competente para conocer y resolver sobre los asuntos turnados por el Pleno del Congreso, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 122 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que esta Comisión ha analizado con detenimiento la proposición con punto de acuerdo sometida a su valoración, no encontrando impedimento alguno para dictaminar al respecto y allegándose de la información necesaria para su valoración. 

TERCERO. Que esta Comisión reunida en la Sala Plan de Guadalupe del Recinto Miguel Ramos Arizpe y estando presentes la totalidad de sus integrantes, analiza los argumentos esgrimidos con motivo de la proposición con punto de acuerdo que fue turnada para dictaminarse conforme a derecho. 

CUARTO. Que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dicha Comisión tendrá por objeto supervisar y regular, en el ámbito de su competencia, a las entidades financieras, a fin de procurar su estabilidad y correcto funcionamiento, así como mantener y fomentar el sano y equilibrado desarrollo del sistema financiero en su conjunto, en protección de los intereses del público. 

Asimismo, en el articulo 4, fracción II, que establece que corresponde a la comisión emitir en el ámbito de su competencia la regulación prudencial a que se sujetarán las entidades, con lo que se determina que si es competente para otorgar las facilidades y atenciones que en este punto de acuerdo se piden. 

QUINTO. Que de lo anteriormente expuesto y analizado, esta Comisión Ordinaria, con fundamento en los artículos 96, 99, 102, 122, 130, 131, 132 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, 

ACUERDA

PRIMERO. Que en atención de este punto de acuerdo, se resuelve que es procedente dictaminar de conformidad a lo solicitado. 

SEGUNDO. Que este dictamen, después de su presentación y aprobación correspondiente, sea enviado a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores exhortándole para que se implementen medidas emergentes para propiciar un servicio expedito y de calidad a las personas de la tercera edad y discapacitados, preferentemente durante los días de cobro de las pensiones, así como la implementación de instalaciones adecuadas que contemplen la construcción de rampas, apoyos y puntos de reposo para las personas de la tercera edad y discapacitados, de conformidad a lo expresado, con la finalidad de proteger los intereses del público, como la norma lo dispone. 

Así lo acordaron y firman en la ciudad de Saltillo, Coahuila a los 25 del mes de abril del presente año, los integrantes de la Comisión para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionado Jubilados, los CC. Diputados: 
JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE

COORDINADOR

JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE

JOSÉ LUIS ALCALÁ DE LA PEÑA

LUIS ALBERTO MENDOZA BALDERAS

JOSÉ FRANCISCO CORTÉS LOZANO

Dictamen que presentan las Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnología y de Comunicaciones y Obras Públicas, sobre una Proposición con Punto de Acuerdo presentada por parte del Grupo Parlamentario "Vicente Fox Quesada" del Partido Acción Nacional, con objeto de que estas dictaminadoras realicen un estudio acerca de los daños económicos que producen los llamados "Marcadores Telefónicos" a los usuarios de Internet. Con la finalidad de que en su momento se emitan los exhortos que se estimen necesarios a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y a la Comisión Federal de Telecomunicaciones del Gobierno Federal para que lleven acabo un proyecto de reformas a la legislación vigente, contemplando diversas medidas que protejan especialmente, a los usuarios domésticos, empresariales y gubernamentales del servicio de Internet, y lleven a cabo previamente estudios sobre la problemática existente en ese sentido. 

Resultando

Primero.- Que en la Sesión que llevó a cabo la Diputación Permanente el día 23 de enero de 2007, se presentó una Proposición con Punto de Acuerdo por parte del Grupo Parlamentario "Vicente Fox Quesada" del Partido Acción Nacional, con objeto de que estas Comisiones realicen un estudio acerca de los daños económicos que producen los llamados "Marcadores Telefónicos" a los usuarios de Internet. Y se procure una acercamiento con las autoridades federales para informarse a este respecto; para a su vez, promover los exhortos o solicitudes que se estimen necesarios a fin de resolver el problema descrito. 

Segundo.- Que la propuesta se turnó a estas Comisiones Unidas para su análisis y, en su caso, dictamen correspondiente; conforme a lo dispuesto en el Artículo 251 de la Ley Orgánica de este H. Congreso del Estado de Coahuila. Y; 

Considerando

Primero.- Que estas dictaminadoras son competentes para conocer de esta Proposición con Punto de Acuerdo y emitir dictamen, de conformidad con lo previsto en los artículos 96, 97, 119, 132 y 135 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.
Segundo.- Que existen graves omisiones en la legislación nacional e internacional  destinada a la regulación del servicio denominado Internet, motivado en parte por la relativa novedad o reciente aparición del mismo; así como por la constante evolución de los sistemas tecnológicos que le dan sustento y lo canalizan. Pero también, debido a la multiplicidad de intereses que lo aprovechan a favor propio, en perjuicio de los usuarios del mismo. 

Tercero.- Que uno de los más graves perjuicios se derivan del uso de Internet, lo representan los llamados "Hackers", que se han constituido en una temible plaga de delincuentes virtuales, que utilizan avanzados recursos tecnológicos, tanto de Hardware (Aparatos o piezas) como de Software (Programas especializados) Para despojar a los usurario de su identidad, números de tarjetas de crédito e información personal de todo tipo. Además de llevar a cabo, campañas sistemáticas de mercadeo invasoras de la privacidad. Resguardándose en principios deliberadamente mal entendidos como "Principios de Libre Empresa"; así mismo, aprovechan este servicio para cometer delitos contra la libertad sexual de las personas, ejerciendo una influencia corruptora que afecta principalmente a menores de edad. 

Cuarto.- Que debido a estas acciones invasoras que se realizan frecuentemente desde diversos países, ha sido difícil concertar acciones destinadas a la investigación y persecución de los delitos que se cometen a través de Internet. Además de que, en algunos casos, estos piratas se encuentran patrocinados por países interesados en sustraer información de los usuarios, que resulta útil para sus intereses económicos, políticos y tecnológicos. 

Quinto.- Que a la Fecha ninguna empresa proveedora del servicio de Internet o de los servicio de telefonía que le sirven de base, ha querido asumir ninguna responsabilidad en la protección de los usuarios, quedando la ciudadanía indefensa ante este tipo de agresiones, que son causa de grandes pérdidas económicas, especialmente las producidas por los virus informáticos denominados "dialers", así como por otros que causan daños directos a las computadoras, redundando en costosas reparaciones; sin dejar de mencionar, por supuesto, los delitos de robo de identidad y números privados a través de la Red de Internet. 

Sexto.- Que navegar en el mar revuelto y desregulado del Internet, se ha convertido en un verdadero peligro para las personas y sus bienes. 

Séptimo.- Que como lo señalan los promoventes, el problema se soporta en tres ejes principales, primero que nada, falta de legislación y normatividad clara y precisa al respecto. Producto del primero viene el segundo punto, que es que la empresas proveedoras del servicio de Internet y de Telefonía que son el soporte básico de estas, -aún que también las empresas de cable comienzan a dar este servicio a través de sus instalaciones-. Niegan y no proporciona información oportuna sobre los riesgos que ofrece el servicio de Internet a los consumidores, y no brindan los medios y recursos para que se protejan de los males principales como son: los virus dialers, los robos de identidad, y los daños a los ordenadores. 

Octavo.- Que siendo un problema de dimensión nacional e internacional, ubicado en el terreno regulatorio de la materia federal, y en virtud de todo lo anterior. Proponemos a esta Soberanía el siguiente: 

Acuerdo

Primero.- Se exhorte a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y a la Comisión Federal de Comunicaciones, para que lleven a cabo los estudios necesarios sobre las graves consecuencias de esta problemática, evaluando con precisión los daños económico y morales que esta genera, a fin de que se formule una legislación que proporcione medios eficaces para la protección de los usuarios, involucrando para ello a las compañías proveedoras del servicio de Internet y a sus soportes de telefonía y cable. 

Segundo.- Se exhorta a estas autoridades ya señaladas, y a la Secretaría de Relaciones Exteriores, a fin de que concreten acciones a nivel internacional, destinadas a normar escrupulosamente este servicio, y proporcionar mecanismos eficaces para la persecución de la delincuencia que utiliza los medios informáticos para llevar a cabo sus fines, así como a las acciones de mercadeo que subrepticiamente llevan a cabo empresas de diversos países, violando la privacidad de los usuarios por medio de Internet. 

Sala de Juntas, Edificio Miguel Ramos Arizpe, Saltillo, Coahuila a 23 de Abril del año 2007. 

Por las Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnología y de Comunicaciones y Obras Públicas
Dip. Luis Alberto Mendoza Balderas

Dip. Jesús María Montemayor Garza

Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone

Dip. Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez

Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

Dip. José Luis Alcalá de la Peña

Dip. Leticia Rivera Soto

Dip. Román Alberto Cepeda González

Dip. César Flores Sosa

Dip. José Ignacio Máynez Varela

Dictamen de las Comisiones Unidas de Salud y de Fomento Agropecuario de la Quincuagésima Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo, sobre "Importación de maíz procedente de Estados Unidos", la cual fue presentada por el Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, el día 23 de enero del año en curso, trato lo relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "Importación de maíz procedente de Estados Unidos" planteada por el Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México. 
SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, y de conformidad con lo dispuesto por los artículos, 199, 251 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado se dispuso que dicha Proposición con Punto de Acuerdo fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen, y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que estas Comisiones de Salud y Fomento Agropecuario son competentes para conocer sobre el asunto turnado por el Pleno del Congreso, conforme a lo dispuesto en los artículos 110, 112, 113, 132, 142 y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO. Que estas comisiones unidas de Salud y Fomento Agropecuario consideran que los alimentos transgénicos son todos aquellos que contienen ingredientes o que fueron producidos a partir de un organismo modificado genéticamente.
Los alimentos transgénicos no siempre contienen las proteínas codificadas por los genes transferidos, porque muchas de ellas se expresan en partes de las plantas distintas a los órganos de cosecha. 

TERCERO.- Que las que esto dictaminan consideran que el maíz tiene una de las más prolíferas descendencias que han alimentado por siglos a los mexicanos; por ello es importante dar prioridad a la agricultura mexicana y estar atentos en no arriesgar la salud pública al importar maíz de dudosa calidad 

Atenta a las consideraciones que anteceden, estas Comisiones Unidas de Salud y Fomento Agropecuario emiten el siguiente: 

DICTAMEN

UNICO.- Resulta procedente que este Honorable Congreso del Estado envíe un atento y respetuoso exhorto a la Secretaria de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, a la Secretaria de Economía y a la Secretaria de Salud del Gobierno Federal para que, en el ámbito de su competencia informen si el maíz que se importa a México procedente de Estados Unidos es transgenico y si presenta algún riesgo para la salud de los mexicanos, e informar también en que medida contribuirá esto para solucionar el problema de la alza en los precios de la tortilla.
Dado en la Sala de Comisiones Plan de Guadalupe del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la ciudad de Saltillo, Coahuila a 3 de mayo de 2007

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Salud y Fomento Agropecuario. 
COMISIÓN DE SALUD

Diputado Francisco Javier Z’Cruz Sánchez 

Coordinador

Dip. José Luis Alcalá de la Peña
Dip. Juan Carlos Ayup Guerrero

Dip. Jorge Arturo Rosales Saade
Dip. Alfredo Garza Castillo

COMISIÓN DE FOMENTO AGROPECUARIO

Diputado Juan Alejandro de Luna González

Coordinador

Dip. Jorge Antonio Abdala Serna
Dip. Raúl Xavier González Valdés

Dip. Alfio Vega de la Peña
Dip. Jesús Manuel Pérez Valenzuela

Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza
Dip. Virgilio Maltos Long
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